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Cuernavaca, Morelos, a dieciocho de enero del dos mil

veintitrés.

1. RESUMEN DE LA RESOLUCION

Sentencia definitiva 'que emite el Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos en sesión del día

dieciocho de enero de dos mil veintitrés, en la que se declaró

fundada la razon de impugnación de mayor beneficio, hecha

valer por A, êñ contra de la

resolución de fecha dieciocho de diciembre de dos mil

veinte, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA
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DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS,

en el procedimiento de responsabilidad administrativa

vGyAl/Dc104512a20, mediante ra cual se le sancionó con la

destitución del cargo; por ende, se decretó su ilegalidad y
nulidad, condenándose a pago de las indemnizaciones de

tres meses y de veinte días por cada año de prestación de
servicios, percepciones dejadas de percibir, aguinaldo,

vacaciones, prima vacacional, remuneraciones devengadas y
exhibición de pago de las aportaciones patronales y cuotas

del demandante ante el lnstituto Mexicano del seguro social;
AFORE e lnstituto de eréd,ito para los Trabajadores al

servicio del Gobierno der Estad,o; con base en lo siguiente:

2. GLOSARIO

Parte actora:  

Autoridades

demandadas:

Actos impugnados:

Consejo de þ'{onor y Justicia de la
Fiscalía General del Estado de

Morelos.

Resolución de fecha dieciocho de

diciernbre de dos mil veinte,

emitida por et CONSEJO DE

HONOR Y JUSTICIA DE LA

FISCALÍA GENE.RAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en et

procedimiento de responsabilidad

ad mi n istrativa VGyAI/D C t O45t ZO2O .

2



AruI TIA
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/5"S E RA/J RA E M -07 41 2021

LJUSTICIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelosl .

LORGTJAEMO: Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado

de Morelos2.

LSSPEM: Ley del Srsfema de Seguridad

Publica del Estado de Morelos

LOFISCALIAEM: Ley Organica de Ia Fiscalía General

del Estado de Moreloss.

LSEGSOCSPEM: Ley de Prestaciones de Seguridad

Socra/ de /as Instituciones Policiales

y de Procuración de Justicia del

Sr'sfema Estatal de Seguridad

Publica.

CPROCIVILEM: Codigo Procesal Civil del Estado

Libre y Soberano de Morelos.

LGRA: Ley General de Respons abilidades

Administrativas.

I Publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial "Tierra y
Libertad" 5514.

'ldem3 Publicada el once de julio del dos mil dieciocho en el Periódico Oficial "Tierra y
Libertad" 5611 
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Tribunal: Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de N4orelos.

IPRA: lnforme de Presunta

Responsabil idad Admi nistrativa.

3. ANTECEDENTES DEL CASO:

1. Previo a subsanar la prevención de fecha diez de junio de

dos mil veintiuno, Çon fecha siete de septiembre del mismo

año, se admitió la demanda de relación administrativa

existente entre el Estado y los Ayuntamientos, con Agentes

del Ministerio Público, Peritos y los miembros de ras

Instituciones Policiales, presentada en fecha siete de junio de

dos mil veintiuno en contra del acto de la autoridad

demandada; señalando como acto impugnado el referido en

el glosario de la presente resolución.

Con las copias simples, se ordenó emplazar a la

autoridad demandada para que dentro del término de diez

días produjera contestación a la demanda instaurada en su

contra, con el apercibimiento de ley.

2. Emplazada que fue la autoridad demandada, por

auto de fecha dieciocho de octubre de dos mil veintiuno, se

tuvo a la autoridad demandada por precluido su derecho

para contestar la demanda y por contestado en sentido

afirmativo respecto a los hechos que les hayan sido

directamente atribuidos, salvo prueba en contrario,

ordenándose dar vista a la parte actora respecto al

procedimiento administrativo exhibido por el término de tres
I
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días, para que manifestara lo que a su derecho conviniera y

se le dio a conocer el derecho para ampriar su demanda en

un término de quince días.

3. En acuerdo de fecha diecisiete de noviembre de dos

mil veintiuno, se le tuvo al actor por desahogada la vista

señalada en el párrafo que precede.

4. Mediante acuerdo de fecha diez de diciembre de

dos mil veintiuno, se determinó que era improcedente la

ampliación de demanda que pretendía la parte actora ar no

cumplir con las formalidades previstas en el artículo 41

fracción ll de la LJUSTICIAADMVAEM.

5. En acuerdo de fecha siete de abril de dos mil

veintidós, se ordenó abrir el periodo probatorio por un plazo

de cinco días común para las partes.

6. Por proveído de fecha veinte de mayo del dos mil

veintidós, se les tuvo a las partes por precluido su derecho

para ofrecer las pruebas, admitiéndose para mejor proveer

las documentales que fueron exhibidas en autos en términos

del artículo 534 del cPRoctvtLEM.

7. Es así que, en fecha quince de agosto de dos mil

veintidós, tuvo verificativo Ia audiencia de ley, en donde se

o o Artículo 53. Las salas podrán acordär, de oficio, el desahogo de ras pruebas que
estimen pertinentes para la mejor decisión del asunto, notificando oportunamente a las
partes a fin de que puedan intervenir si asf conviene a sus intereses; asimismo,
podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligencia
probatoria, siempre que lo estimen necesario. Los hechos notorios no requieren
prueba.
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desahogaron las pruebas, se pasó a la etapa de alegatos, en

la que se tuvo por presentados los de la parte actora y por

perdido el derecho de la autoridad demandada; en

consecuencia, se cerró la instrucción y el presente juicio

quedó en estado de resolución, tunnándose para dictar

sentencia, misma que se emite a tenor de los siguientes

capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el

presente asunto de conformidad corÌ lo dispuesto por el

artículo 109 bis de la Çanstitucion Política delEsfado Libre y

Soberano de Morelos; los ar1ículos 1 y 3 de la

LJUSTICIAADMVAEM; 1 , 10, 18 apartado B, fracción ll,
inciso a) y l) y demás relativos y aplicables de la

LORGTJAEMO, 196 de la LSSPEM.

Porque como se advierte, el acto impugnado se hizo

consistir en la resolución de fecha dieciocho de diciembre

de dos mil veinte, emitida por el CONSEJO DE HONOR y
JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE

MoRELos, en el procedimiento de responsabilidad

administrativa VGyAI/DG104512020, en donde se le impuso a

la actora la sanción de destitucién.

5. PRESICIÓN Y EXISTENCIA DEL ACTO

IMPUGNADO

Del escrito de prevención presentado el dos de septiembre de

dos mil veintiuno y del auto de admisión de fecha siete del
6
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mismo mes y año, se desprende que el acto impugnado es:

Resolución de fecha veintiocho de diciembre de dos

mil veinte, emitida 'por el CONSEJO DE HONOR Y

JUSTICIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

res po nsa bi I idad ad m i n istrativa VGyAI/D C I 045 I 2020 .

Ahora bien, toda vez que la demanda debe

estudiarse en su integridad, así como de los anexos que la

acompañen; es así que resulta importante realizar un

análisis pormenorizado de los mismos, para determinar con

exactitud la intención de la parte actora y de esta forma

armonizar los datos y los elementos que lo conforman.

Sirve de orientación a lo anterior, los siguientes

criterios jurisprudenciales emitidos por el Pleno de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro y

texto siguiente:

DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU
lrurrcR¡pRD.u

t Época: Novena Época, Registro: 192097, lnstancia: Pleno, Tipo de Tesis:
Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo Xl,
Abril de 2000, Materia(s): Común, Tesis: P.1J.4012000, Página: 32 Amparo en
revisiótr 546/95. José Chacalo Cohen y coags.24 de abril de'1997. Unanimidad de
diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Olga Sánchez Cordero de
García Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame; Amparo en revisión 1470196.
Bancomer, S.4., Grupo Fiduciario. 24 de abril de 1997. Unanimidad de diez votos.
Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Olga Sánchee Cordero de Garcfa
Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame; Amparo en revisión 507/96. Bernardo
Bolaños Guerra. 12 de mayo de '1998. Mayoría de diez votos; once votos en relación
con el criterio contenido en esta tesis. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia.
Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia; Amparo en revisión 3051i97. Marco
Antonio Peña Villa y coag. 19 de octubre de 1999. Unanimidad de nueve votos.
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Este Alto Tribunal, ha sustentado reiteradamente el criterio de que
eljuzgador debe interpretar el escrito de demanda en su integridad,
cCIn un sentido de liberalidad y no restrictivo, para determinar con
exactitud la intención del promovente y, de esta forma, armonizar
los datos y los elementos que lo conforman, sin cambiar su alcançe
y contenido, a fin de impartir una recta administración de
justicia al dictar una sentencia que contenga la fijación clara y
precisa del acto o actos reclamados, conforme a lo dispuesto en
el artículo 77 , fracción l, de la Ley de Amparo.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

DEMANDA EN EL JUICIO NATURAL. EL ESTUDIO INTEGRAL
DEBE COMPRENDER LOS DOCUMENTOS ANEXOS.6

En virtud de que la demanda constituye un todo, su interpretación
debe ser integral, de manera que si de su contenido se advierte
que se expusieron los motivos esenciales de la causa de pedir,
y en relación con ellos se hace cita de los documentos
fundatorios de la acción así como de los reracionados con el
litigio, exhibiéndolos, debe considerarse que forman parte de la

Ausentes: Presidente Genaro David Góngora pimentel y José Vicente Aguinaco
Alemán. Ponente: José vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia hizo ãuyo el
proyecto Juan Díaz Romero. secretaria: Martha Velázquez Jiménez; Ampaio en
revisión 1465196. Abraham Dantus Solodkin y coag.21 de octubre de 19gg.
unanimidad de diez votos. Ausente: José vicente Aguinaco Alemán. ponente:
Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Marco Antonio Bello Sánchez; El Tribunal
Pleno, en su sesión þrilaaa celebrada hoy veintisiete de marzo en curso, aprobó,
con el nÚmero 4O|20AA, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito
Federal, a veintisiete de marzo de dos mil.

6 Registro digital: 178475; lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena
Epoca; Materias(s): civil; Tesis: XVll.2o.c.T. J/6; Fuenie: semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta. Tomo xxl, Mayo de 200s, página 1z6s; Tipo:
Jurisprudencia.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL
DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Amparo directo 178120A2. Ernesto Rodríguez Padilla y otra. 12 de abril de 2002.
Unanimidad de votos. Ponente: José de iesr:s Gonzál'ez Ruiz. Secretario: Rogerio
Ariel Rojas Novelo.
Amparo directo 310/2003. GMAO Mexicana, s.A. de c.v., s.F. de o.L.F., antes
denominada ABA-Motriz Financianiento, s.A. de c.V., s.F. de o.1., Abaco Grupo
Financiero. 29 de agosto de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Jose Martín
Hernández simental. secretaria: Margarita de Jesús García ugalde.
Amparo directo 5A4120A4. Jaime Arturo Buendía Jiménez. 30 ðe septiembre de 2004.
unanimidad de votos. Ponente: salvador Murguía Munguía. secretario: Abel
Ascencio López.
Amparo directo 66/2005. Luis Manuel Romo Quevedo y otra. '18 de febrero de 2005.
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Murguía MúnguÍa. Secretario: José Julio
Rojas Vieyra.
Amparo directo 151120A5. lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado. 18 de marzo de 2005. Unanimidad de votos. ponente: José
de Jesús Gonzâlez Ruiz. Secretario: AbelAscencio López.
Nota: Por ejecutoria del 20 de junio de 2018, la Primbra Sala declaró inexistente la
contradicciÓn de tesis 40412017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el
criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes ios ci¡terios
materia de la denuncia respectiva.

8



T]A
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINI'IRA'NVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJ A/5"S E RA/J RA E M -07 41 2021

demanda y su contenido, integrado a ella; pues estimar lo contrario
implicaría que en la demanda respectiva se tuvieran que reproducir
íntegramente todas aquellas cuestiones contenidas en esos medios
de convicción, lo cual resultaría tan complejo como innecesario,
pues para el juzgador el estudio de la demanda no se limita al
escrito inicial, sino que comprende además el análisis de los
documentos que la acompañan, porque son parte integrante de
ella. De no ser así, se podría incurrir en rigorismos tales como el
tener que reproducir en el escrito inicial de demanda, tanto los
documentos base de la acción como los que se relacionen con el
litigio.

Es entonces que, del anexo que el actor acompañó a

su escrito inicial de demanda se concluye que el acto

impugnado consiste en:

Resolución de fecha dieciocho de diciembre de dos

mil veinte, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y

JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

respo nsa bi I i dad ad m i n istrativa VGyAI/D Cl 0451 2020 .

Cuya existência quedó acreditada con la exhibición de

las copias certificadas del procedimiento administrativo

VGyAI/DC104512020 y que obra en el cuadernillo de datos

personales anexo al presente juicio.

A la cual se le confiere valor probatorio pleno en

términos de lo dispuesto por el artículo 437 primer pârrafoT

del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

t RnT¡CUIO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán
este carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas
por funcionarios que tengan derecho a certificar.
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LJUSTICIAADMVAM, por tratarse de copias certificadas

emitidas por autoridad facultada para tal efecto.

6. PROCEDENCIA

Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente ras aleguen o no las

partes, lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el

artículo 37 pârrafo últimos de la LJUSTICIAADMVAEM, en

relación con lo sostenido en ra siguiente tesis de
jurisprudencia de aplicación anároga y de observancia

obligatoria para esta potestad en términos de lo dispuesto en

los artículos 215 y 217 de la Ley de Amparo.

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS
CAUSALES PREVISTAS EN CI ERTíCULO 73 DE LA LEY DE
aMpARo.e

De conformidad con lc dispuesto en el último párrafo del artículo 73
de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser
examinadas de oficio y debe abordarse en cualq¡rier instancia en que
eljuicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte
que existen otras causas de estudio preferente a la invoçada por el
Juez para sobreseer, habrán de anarizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bien el
artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas
conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar el
fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de
importancia amerita que se estudien de forma preferente. una de
estas causas es la inobservancia ar principio de definitividad que rige
en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a
ese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se
entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización
de este motivo conduce al sobreseimiento total en ét luicio. Así, si el
Juez de Distrito para sobreseer atendió a la causal prôpuesta por las
responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, por

8 AÉículo 37. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en
contra de:

El Tribunal deberá analizar de oficio si concurre alguna causal de improcedencia de
las señaladas en este artículo, y en su caso, decietar el sobreseimiento O"f .¡ui.lorespectivo.t Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: primera sala, Fuente:
semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tbmo: lX, Enero de 1ggg, página:
13.
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su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes actos
había dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión se
adviede que existe otra de estudio preferente (inobservancia al
principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en el
juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se
hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de
sobreseimiento y con base en él confirmar la seritencia, aun cuando
por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.

(Sic)

Es menester señalar que, si bien los artículos 17

constitucional, S numeral 1 y 25 numeral I de la convencion

Americana sobre Derecho Humanos, que reconocen el

derecho de las personas a que se les administre justicia, el

derecho a ésta última y contar con un recurso sencillo y

rápido, o efectivo, de ninguna manera pueden ser

interpretados en el sentido de que las causales de

improcedencia del juicio de nulidad sean inaplicables, ni que

el sobreseimiento en é1, por sí viola esos derechos

Por el contrario, como el derecho de acceso a la

justicia está condicionado o limitado a los plazos y términos

que f|en las leyes, es claro que en ellas también pueden

establecerse las condiciones necesarias o presupuestos

procesales para que los tribunales estén en posibilidad de

entrar al fondo del asunto planteado y, decidir sobre la

cuestión debatida.

Por tanto, las causales de improcedencia establecidas

en la LJUSTICIAADMVAEIVI tienen una existencia justificada,

en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, a la

oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los

principios que lo regulen, reconoce la imposibilidad de
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examinar el fondo del asunto, lo que no lesiona el derecho a

la administración de justicia, ni el de contar con un recurso

sencillo y rápido, o cualquier otro medio de defensa efectivo;

pues la obligación de garantizar ese recurso efectivo, no

implica soslayar la existencia y aplicación de los requisitos

procesales que rigen al medio de defensa respectivo.

A la autoridad demandada consejo de Honor y Justicia

de la Fiscalía General del Estado de Morelos, se re tuvo por

precluido su derecho para contestar la demanda de ahí que

no hizo valer causal de improcedencia alguna.

Sin que del presente juicio se desprenda alguna

causal de improcedencia sobre la cual este Tribun,al deba

pronunciarse.

7. ESmJ,D|O .tsE. F.OÈIDO.

7.1 Planteamiento del caso

En términos de lo dispuesto en la fracción I del artículo g610

de la LJUSTICIAADMVAEM, se procede a hacer la fijación

clara y precisa de los puntos controvertidos en el presente

juicio.

De acuerdo a las constancias que obran en autos, la
litis consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del acto

10 Artículo 86. Las sentencias que dicte el Tribunal no necesitarán formulismo alguno;
pero deberán ser redactadas en términos claros y precisos y contener:

l. La fijación clara y precisa de los puntos conirovertidosi
il. ...

12
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im pugnado, a la luz de las razones de impugnación

esgrimidas por la demandante.

7.2 Presunción de legalidad

En la República Mexicana, así como en el estado de

Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de

legalidad, esto en términos del primer párrafo del artículo 1o

de la Constitucion Política de /os Esfado s tJnidos Mexicanos

del que se advierten los requisitos de mandamiento escrito,

autoridad competente, fundamentación y motivación, como

garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopción

en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,

como una garantía del derecho humano a la seguridad

jurídica, acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer

aquello que expresamente les facultan las leyes, lo cual se

apoya en el siguiente criterio:

pRrNcrpro DE LEGALTDAD. cARAcTERísncas DE su DoBLE
FUNcToNALTDAD rRRrÁ¡¡oosE DEL Acro ADM¡NtsrRATtvo y
su nemcrót¡ cott EL DtvERSo DE trureRolcc¡óru DE LA
ARBITRARIEDAD Y EL coNTRoL JURISDIccloNAL''.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, Eê advierten los requisitos de
mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y
motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la
adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,
como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,
acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que
expresamente les facultan las leyes, en ei entendido de que éstas, a
su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,
particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,

'r Época: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación. Libro 3, febrero de 2A14, Tomo lll. Materia(s): Constitucional. Tesis:
1V.2o.4.51 K (10a.) Página: 2239.
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impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de
autoridad que no represente el ejercicio de una facultad
expresamente conferida en la ley a quien lo emite, se considerará
arbitrario y, por ello, contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo
que legitima a las personas para cuestionar la validez de un acto
desajustado a las leyes, pero, por otro, bajo la adopción del mismo
principio como base de todo el ordenamiento, se genera la
presunción de que toda actuación de la autoridad deriva del
ejercicio de una facultad que la ley le confiere, en tanto no se
demuestre lo contrario, presunción de legalidad amptiamente
reconocida tanto en la doctrina como en la legislación nacional.
AsÍ, el principio de legalidad, apreciado en su mayor amplitud, da
cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad, pero también
conlleva que éste opere a través de un control jurisdiccional, lo que
da como resultado que no basta que el gobernado considere que
determinado acto carece de fundamentación y motivación para que lo
estime no obligatorio ni vinculante o lo señale como fuente de un
derecho incontrovertible a una sentencia que lo anule, sino que, en
todo caso, está a su cargo recurrir a los érganos de contror a hacer
valer la asumida ausencia o insuficiencia de fundamento legal y
motivación dentro de dicho procedimiento y, a su vez, corresponderá
a la autoridad demostrar que el acto cuestionado encuentra sustento
en una facultad prevista por la norma, so pena de que sea declarado
contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que revela que los
procedimientos de control jurisdiccional, constituyen la última garantía
de verificacién del respeto al derecho a la seguridad jurídica, cuyas
reglas deben ser conducentes y congruentes con ese propésito.

Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la
parte actora. Esto vinculado con el artículo 386 primer

párrafo12 del cPRoclvlLEM de aplicación complementaria a

la LJUSTICIAADMVAEM de conformidad a su artícuro 713,

cuando el primero señala, que la parte que afirme tendrá la

carga de la prueba de sus respectivas proposiciones de

'' ARTícuto 386.- carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrá la carga
de la prueba, de sus respectivas proposíciones de hecho, y los hechos sobre tos qúe
el adversario tenga a su favor una presunción legal.

13 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y
resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de
disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ord-enamiento, se
estará a lo dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de
Morelos; en materia fiscal, ademås a la Ley General de Hacíenda del Estado de
Morelos, el código Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda
Municipal del Estado de Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo
descentralizado cuyos actos se impugnen, en materia de responsabilidad de los
servidores públicos a la ley estatalen la materia, en lo que resulten aplicables.
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hecho y los hechos sobre los que el adversario tenga una

presunción legal.

7.3 Pruebas

A ambas partes se le tuvo por perdido su derecho para

ofrecer sus pruebas; sin embargo, en términos del artículo

5314 de la LJUSTICIAADMVAEM, para la mejor decisión del

asunto se admitieron las documentales que fueron exhibidas

en autos; por tanto, las pruebas admitidas y desahogadas,

fueron las que a continuación se describen:

1.- La Documental: Consistente en legajo de copias

cedificadas constante de veinticuatro fojas útiles según su

certificación, mismas que corresponden a la resolución de

fecha dieciocho de diciembre de dos mil veinte, dictada en

el proced i miento VGyAI/D C I 0451 2020.

Prueba a la cual se le confiere valor probatorio pleno

en términos de lo dispuesto por el artículo 437 primer

párrafo15 del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAEM, por tratarse de copias certificadas

1a Artículo 53. Las Salas podrán acordar, de oficio, el desahogo de las pruebas que
estimen pertinentes para la mejor decisión del asunto, notificando oportunamente a las
partes a fin de que puedan intervenir si así conviene a sus intereses; asimismo,
podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligencia
probatoria, siempre que lo estimen necesario. Los hechos notorios no requieren
p.rueba.
" ARTICULO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados

por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán
este caråcter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas
por funcionarios que tengan derecho a certificar.
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emitidas por autoridad facultada para tar efecto,

respectivamente y tratarse propiamente del acto impugnado.

2.- La Documental: Consistente en original de acuse

del escrito de fecha veinte de mayo de dos mil veintiuno
suscrito y firmado por    con sello

dC rcCibidO dC IA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE

MORELOS de esa misma fecha.

3.- La Docurnental: Consistente en original de acuse

del escrito inicial de demanda suscrito y firmado por

 con sello de recibido de la

oficialía de Partes de la Secretaría General de Acuerdos del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos
de fecha siete de junio de dos mir veintiuno, en el cual se

describen los anexos que corren agregados al mismo.

A estas pruebas antes relacionadas no es factible

atribuirles valor probatorio alguno, al no tener relacíón con la
contienda planteada, en términos del artículo 395 fracción 116

del cPRoclvlLEM, de aplicación supletoria con fundamento

en el artículo 717 de la LJUSTIOIAADMVAEM.

4.- La Documental: Consistente en legajo de copias

ceftificadas constante de setecientas dos fojas útiles según

1ô ARTlcuLo 3gs.- Rechazo de medios de convicción improcedentes. son
improcedentes y el Juzgador podrá rechazar de plano las pruebas que se rindan:l'- Para demostrar hechos que no son materia. de la cóntienda o que no han sido
alegados por las partes;

i? Ant". referido.
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su certificación, mismas que corresponden al procedimiento

de responsabilidad administrativa VGyAI/D C104512020.

Prueba a la cual se le confiere valor probatorio pleno

en términos de lo dispuesto por el artículo 437 primer

párrafo18 del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la

LJUSTICIAADMVAEM, por tratarse de copias certificadas

emitidas por autoridad facultada para tal efecto.

5.- La Documental: Consistente en copia simple del

periódico "Tierra y Libeúad" 5839 de fecha primero de julio

de dos mil veinte.

Prueba a la cual no es factible atribuirle valor

probatorio alguno, al no tener relación con la contienda

planteada, en. términos del artículo 385 fracción l1e del

CPROCIVILEM, de aplicación supletoria con fundamento en

el artículo 720 de la LJUSTICIAADMVAEM.

7.4 Razones de impugnación

7.4.1 Las razones de impugnación esgrimidas por la

parte actora en su demanda, aparecen visibles de la cinco a

tu RntíCutO 437.- Documentos públicos, Son documentos públicos los autorizados
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán
este carácter tanto los originales como sus copias auténticas firmadas y autorizadas
por funcionarios que tengan derecho a certificar.

ìô enticuto 385.- Rechazo de medios de convicción improcedentes. Son
improcedentes y el Juzgador podrá rechazar de plano las pruebas que se rindan:
l.- Para demostrar hechos que no son materia de la contienda o que no han sido
alegados por las partes;

àô'Ant", referido.
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la doce, mismas que se tienen aquí como íntegramente

reproducidas en obvio de repeticiones innecesarias; sin que

esto cause perjuicio o afecte su defensa, pues er hecho de no

trascribirlas en el presente fallo no significa que este Tribunal

esté imposibilitado para el estudio de las mismas, cuestión

que no implica violación a precepto alguno de la

LJUSTICIAADMVAEM.

coNcEpros DE v¡omctóN. EL JUEZ ruo rsrÁ oBLtcADo A
TRANScRtBtRLoS. 2'

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los
conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que
haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a ra cual sujeta su
actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación
de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no
deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de
la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime
pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.',

7.5 Contestación de la demanda

A la autoridad demandada no se le tuvo por contestada

la demanda; por tanto, se decretó preclurido su derecho para

hacerlo y por contestados en sentido afirmativo respecto a los

hechos que les hayan sido directamente atribuidos, salvo

prueba en contrario.

7.6 Análisis de la contienda

Dado el análisis en su conjunto de lo expresado por la
parte actora en las razones por las que se impugna el acto
que demanda, este Tribunal en Pleno se constriñe a analizar

" sEGUNDo TRTBUNAL coLEcrADo DEL sEXTo crRcurro. JURTspRUDENCTA
1ç_ll Noyery Época. tnstancia: sEcuNDo TRIBUNAL coLEGtADo DEL sËxro
ClRCUlTO Fuente: Semanario Jucicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: Vll, Abril
de 1998. Tesis: Yl.2o. Jt1Z9. página: 599.
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la razon de impugnación que le traiga mayores beneficios. A

lo anterior sirve de apoyo por analogía el siguiente criterio

jurisprudencial:

coNcEpros DE v¡omclól¡ EN AMpARo DtREcro. EL
ESTUDTo DE Los euE DETERMTNEN su coNceslóN DEBE
ATENDER AL pRtNctpto DE MAyoR BENEFtcto, puotÉt¡pose
OMIÏIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN
FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL
QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A
coNSTrructoNALtDAD DE LEyES.2'

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo
del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con
independencia de la materia de que se trate, el estudio de los
conceptos de violación que determinen su concesión debe
atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de
aquellos guê, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya
alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a
constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente
arbitrio del órgano de control constitucional determinar la
preeminencia en el estudiei de los conceptos de violación,
atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que
se declararan fundados. Con Io anterior se pretende privilegiar el
derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente
en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la
administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos
sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden
de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor
beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de
autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional."

(Lo resaltado no es origen)

Siendo el conten¡do del

encuentra en esa hipótesis,

manifiesta que:
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pr¡mer agravio el

cuando la parte

que se

actora

22 No. Registro: 179.367, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época,
lnstancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXl,
Febrero de 2005, Tesis. P./J. 3/2005, Pågina: 5. Contradicción de tesis 37/2003-PL.
Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación. 31 de agosto de2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón
CossÍo Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso,
aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito
Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.
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La autoridad demandada consejo de Honor y Justicia

de la Fiscalía General del Estado en el considerando primero

de la resolución recurrida, transgrede er principio de

legalidad, certeza jurídica y debido proceso, previsto en el

artículo 17 de la Çonstitución Política de /os Esfa dos unidos

Mexicanos y 207 de la LGRA toda vez que fue omisa en

fundar y motivar su competencia como autorídad resolutora

por las siguientes consideraciones:

El artículo 100 de la LGRA establece que, concluidas

las diligencias de investigación, ras autoridades

investigadoras procederían al análisis de los hechos, así

como de la información recabada a efecto determinar la
existencia de actos u omisiones que la Ley señale como

faltas administrativas y calificarlas como falta grave o rìo

grave.

Ahora bien, en el caso en concreto, el lpRA, que en

fecha catorce de agosto de dos mil veinte, fue emitido por el

Agente del Ministerio Público adscrito a la Dirección de

Asuntos lnternos de la Visturía General de la Fiscalía General

del Estado, se desprende una serie de aberraciones
judiciales que denotan el total desconocimiento de la ley que

rige su materia, pues en totail desapego a ros preceptos

legales invocados, al concluir la investigación administrativa y

formular el IPRA, incurrieron en una onnisión grave, al dejar

de calificar la conducta que presuntamente se reprocha, y al

fijar la competencia del consejo de Honor y Justicia de la
Fiscalía General del Estado.
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Señala que, en el IPRA que constituye el sustento del

acto reclamado que en esta vía se reclama en términos del

artículo 112 de la LGRA, ya que se omitió realizar La

calificación de falta grave o no grave, trasgrediendo el

resultado de la resolución que emitió, porque no fundó ni

motivó en su considerando primero su competencia para

conocer y resolver el asunto que le fue sometido.

Causándole un perluicio y una vulneración al principio

de legalidad que es un principio fundamental de derecho

público, conforme al cual todo ejercicio de potestades debe

sustentarse en normas jurídicas que determinen que un

órgano es competente y en base a un conjunto de materias

que caen bajo su jurisdicción.

Asienta que, se trasgrede el principio de debido

proceso, en razon de que Ia autoridad responsable dejó de

observar las formalidades esenciales del procedimiento de

responsabilidad administrativa y que la propia LGRA le

impone en lo previsto por el artículo 2 fracción ll.

Porque a su decir, era menester que la autoridad

investigadora adscríta a la Dirección de Asuntos lnternos

observara que al concluir su investigación y emitir el IPRA,

era necesario calificar la conducta como grave o no grave

para con ello sustentar la competencia de órgano resolutor, lo

que no aconteció, violando gravemente los derechos de la

actora.

s-

U

L

U

L..t!
\)

af)
c\rÕ
N

2t



como se adelantó es fundada la razon antes descrita

como se explica:

De las constancias que obran en las copias

certificadas que contienen el inicio de la investigación, el

procedimiento administrativo de responsabilidades

administrativas y el acto impugnado, se desprende que, se

utilizaron como sustento entre otras normas, con la

LoFfscALlAEM :t Fu reqlamenta, y atendiendo ar contenido

de su artículo 102, se aplicó lo díspuesto por la LSSpEM; no

obsta ello, su instrumentación se deformó para terminar

ajustándose a la LGRA, lo cual se considera violatorio del

derecho esencial de debido proceso y seguridad jurídica del

demandante, por las siguientes razones:

La LGRA, en cuanto al procedimiento de

responsabilidad administrativa de los servidores públieos,

establece lo siguiente en los artículos 3 fracciones ll, lll, lv,
XlV, XV, XVI y XXVII y 208, mismos que a la letra versan:

Artícvþ 3. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

ll. Autoridad investigadora: La autoridad en las secretarfas, los
Órganos internos de conirol, la Auditoría superior de la Federación y las
entidades de fiscalización superior de tas entidades federativas, asícomo las
unidades de responsabilidades de las Empresas productivas del Estado,
encargada de la investigación de Faltas administrativas;

l!1. Autoridad substanciadora: La autoridad en las secretarías, los
Órganos internos de control, la Auditoría superior y sus nomologas en las
entidades federativas, así como las unidades de responsabilidades de las
Empresas productivas del Estado que, en el ámbito de su competencia,
dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas
desde la admisión del lnforme de presunta responsabilidad administrativa y
hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad
substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad
investigadora;

lv. Autoridad resolutora: Tratándose de Faltas administrativas no
graves lo será la unidad de responsabilidades admínistrativas o el servidor
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público asignado en los Órganos internos de control. para las Faltas
administrativas graves, así como para las Faltas de particulares, lo será el
Tribunal competente;

xlv. Faltas administrativas: Las Faltas administrativas graves, las Faltas
administrativas no graves; asf como las Faltas de particulares, conforme a lo
dispuesto en esta Ley;

XV. Falta administrativa no grave: Las faltas administrativas de los
Servidores Públicos en los términos de la presente Ley, cuya sanción
corresponde a las Secretarías y a los Órganos internos de control;
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XVl. Falta administrativa grave: Las faltas administrativas de los
Servidores Públicos catalogadas como graves en los términos de la presente
Ley, cuya sanción corresponde al Tribunal Federal de Justicia Administrativa
y sus homólogos en las entidades federativas;

XXVll. Tribunal: La Sección competente en materia de responsabilidades
administrativas, de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia
Administrativa o las salas especializadas que, en su caso, se establezcan en
dicha materia, asícomo sus homólogos en las entidades federativas.

A¡'tículo 208. En los asuntos relacionados con Faltas admin istrativas no
graves, se deberá proceder en los términos siguientes:

l. La Autoridad investigadora deberá presentar ante la Autoridad
substanciadora el lnforme de Presunta Responsabilidad Administrativa, la
cual, dentro de los tres dÍas siguientes se pronunciará sobre su admisión,
pudiendo prevenir a la Autoridad investigadora para que subsane las
omisiones que advierta, o que aclare los hechos narrados en el informe,

ll. En el caso de que la Autoridad substanciadora admita el lnforme de
Presunta Responsabilidad Administrativa, ordenará el emplazamiento del
presunto responsable, debiendo citarlo para que comparezca personalmente
a la celebración de la audiencia inicial, señalando con precisión el dÍa, lugar
y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, así como la autoridad ante la
que se llevará a cabo. Del mismo modo, le hará saber el derecho que tiene
de no declarar contra de sí mismo ni a declararse culpable; de defenderse
personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de
no contar con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio;

lll. Entre la fecha del emplazamiento y la de la audiencia inicial deberá
mediar un plazo no menor de diez ni mayor de quince dias hábiles. El
diferimiento de la audiencia sólo podrá otorgarse por causas de caso fortuito
o de fuerza mayor debidamente justificadas, o en aquellos casos en que se
nombre;

lV. Previo a la celebración de la audiencia inicial, la Autoridad
substanciadora deberá citar a las demás partes que deban concurrir al
procedimiento, cuando menos con setenta y dos horas de anticipación;

V. El día y hora señalado para la audiencia inicial el presunto
responsable rendirá su declaración por escrito o verbalmente, y deberá
ofrecer las pruebas que estime necesarias para su defensa. En caso de
tratarse de pruebas documentales, deberá exhibir todas las que tenga en su
poder, o las que no estándolo, conste que las solicitó mediante el acuse de
recibo correspondiente. Tratándose de documentos que obren en poder de
terceros y que no pudo conseguirlos por obrar en archivos privados, deberá
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señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su
cuidado para que, en su caso, le sean requeridos en los términos previstos
en esta Ley;

vl. Los terceros llamados al procedimiento de responsabilidad
administrativa, a más tardar durante la audiencia inicial, podrán manifestar
por escrito o verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer las
pruebas que estimen conducentes, debiendo exhibir las documentales que
obren en su poder, o las que no estándolo, conste que las solicitaron
mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose de documentos
que obren en poder de terceros y que no pudieron conseguirlos por obrar en
archivos privados, deberån señalar el archivo donde se encuentren o la
persona que los tenga a su cuidado pâra que, en su caso, le sean
requeridos;

Vll. Una vez que las partes hayan manifestado durante la audiencia inicial
lo que a su derecho convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, la
Autoridad substanciadora declararå cerrada la audiencia inicial, después de
ello las partes no podrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean
supervenientes;

vlll. Dentro de los quince dias hábiles siguientes al cierre de la audiencia
inicial, la Autoridad substanciadora deberá emitir el acuerdo de admisión de
pruebas que corresponda, donde deberá ordenar las diligencias necesarias
para su preparación y desahogo,

lx. concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, y si no
existieran diligencias pendientes para mejor proveer o más pruebas que
desahogar, la Autoridad substanciadora decrarará abierto ei periodo 

'de

alegatos por un término de cinco dfas hábiles comunes para las partes;

x. una vez trascurrido el periodo de alegatos, la Autoridad resolutora del
asunto, de oficio, declarará cerrada la instrucción y citará a las partes para
oír la resolución que corresponda, la cual deberá dictarse en un plazo no
mayor a treinta días hábiles, el cual podrá ampliarse por una sola vez por
otros treinta dias hábiles más, cuando la complejidad del asunto así lo
requiera, debiendo expresar los motivos para ello;

xl. La resolución, deberå notificarse personalmente al presunto
responsable. En su caso, se notificará a los denunciantes únicamente para
su conocimiento, y aljefe inmediato o al titular de la dependencia o entidad,
para los efectos de su ejecución, en un plazo no mayor de diez días hábiles.

como se adv¡erte, en el primero de los dispositivos

transcritos de la LGRA, se establecen algunas definiciones

de conceptos que son usados reiteradamente en la

legislación; concretamente, dispone que autoridad
investigadora es el órgano de las secretarías, los órganos

internos de control, la Auditoría Superior de la Federación y

las entidades de fiscalización superior de las entidades

federativas, así como las unidades de responsabilidades de

las Empresas productivas del Estado, encargada de la
24
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investigación de Faltas administrativas; la substanciadora

se refiere a las secretarías, órganos internos de control, la

Auditoría Superior y sus homólogas de las entidades

federativas, que dirigen y conducen el procedimiento de

responsabilidades administrativas desde la admisión del

informede presunta responsabilidad y hasta la conclusión de la

audiencia inicial.

Además, prevé que la autoridad resolutora, tratándose

de faltas administrativas no graves, lo será la unidad de

responsabilidades administratívas o el servidor público

asignado en los Órganos lnterno de Control, mientras que,

para las faltas administrativas graves, será autoridad

resolutora el Tribunal.

Se destaca que, en cuanto a la distinción entre el tipo

de faltas administrativas atendiendo a su gravedad o no, el

legislador dispuso un catálogo de conductas que serán

consideradas graves y que, su sanción corresponde al

ïribunal Federal de Justicia Administrativa y sus homólogos

de las entídades federativas.

Finalmente, se prevé que por Tribunal habrá de

entenderse la seccién competente de la Sala Superior del

Tribunal Federal de Justicia Administrativa o su sala

especializada en materia de responsabilidades

administrativas, así como. sus homólogas en las entidades

federativas.
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Ahora, los artículos 208 y 209 de la legislación en

consulta establecen las actuaciones inherentes al

procedimiento de responsabilidades administrativas, los que,

atendiendo a si la conducta reprochada es grave o ne, serán

llevados a cabo completamente ante el órgano lnterno de

control, o bien, parte ante este último y parte por el rribunal,

en su calidad de resolutor. En términos generales, el

procedimiento se desarrolla de la siguiente manera:

1) La Autoridad ,investigadora debe presentar ante la

Autoridad substanciadora el lnforme de presunta

Responsabilidad Administrativa, la cual, dentro de los

tres días siguientes se pronunciará sobre su admisién

(fracción l);

2) Admitido el inforrne pot la autoridad

sustanciadora, ordenará el emplazamiento del

presunto responsable, debiendo citarlo para que

comparezca personalmente a la celebración de la

audiencia inicial y le hará saben los derechos que le
asisten, debiendo mediar un plazo no menor a diez

días ni mayor a quince entre el emplazamiento y la

fecha de la audiencia; además, que deberá citar a los

terceros con la oportunidad debida (fracciones ll, lll y
tv)

3) El día y hora señalado para la audiencia inicial el

presunto responsable rendirá su declaración por

escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas

que estime necesarias para su defensa; asimismo, que
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los terceros llamados al procedimiento de

responsabilidad administrativa, a más tardar durante la

audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o
verbalmente lo que a su derecho convenga y ofrecer

las pruebas que estimen conducentes (fracciones V y

vt)

4) Una vez desahogada la audiencia inicial, la

Autoridad substanciadora declarará su cierre,

precluyendo a partir de ese momento la posibilidad de

que las paftes ofrezcan pruebas, con excepción de las

supervenientes (fracción Vl I ).

5) Dentro de los quince días hábiles siguientes al

cierre de la audiencia inicial, la autoridad

substanciadora deberá emitir el acuerdo de admisión

de pruebas que corresponda, donde deberá ordenar

las diligencias necesarias para su preparación y

desahogo (fracción Vlll).

6) Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas

por las paftes, y si no existieran diligencias pendientes

para mejor proveer o más pruebas que desahogar, la

Autoridad substanciadora declarará abierto el periodo

de alegatos por un término de cinco días hábiles

comunes para las partes; en el entendido de que una

vez concluido tal período, se declarará cerrada la

instrucción y citará a las partes para el dictado de la

resolución que corresponda, la cual deberá notificarse
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personalmente al interesado, a los denunciantes y al

jefe inmediato del servidor público, en un plazo no

rnayor a diez días hábiles (fracciones lX, X y Xl).

Tratándose de proced'im'ientos disciplinarios que

involucren conductas no graves, la totalidad de actuaciones

descritas previamente serán llevadas a cabo ante el órgano

lnterno de control que corresponda; en cambio, tratándose

de asuntos que se relacionen con conductas graves, el

procedimiento que indica el artículo 209 de la ley en consulta

será el siguíente:

1) Las autoridades substanciadoras deberán rearizar

los actos descritos en las fracciones I a Vil del artículo

208 de la Ley General, es decir, desde la admisión del

informe de presunta responsabilidad administrativa

hasta el cierre de la audiencia inicial (segundo

párrafo).

2) Una vez concluida esta últíma diligencia, la

autoridad substanciadora deberá remitír ar rribunal los

autos originales del expediente y notificar a las partes

la fecha de su envío, indicándoles el domicilio del

tribunal encargado de su resolución (fracción l).

3) Recibido el 'exped'ieirte Bor el Tribunal, deberá

verificar que la falta descrita en el informe sea

efectivamente grave, pues, de no serlo, enviará el

expediente a la sustancladora para qr¡e continúe el

procedimiento que corresponde a conductas no
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graves; as¡mismo, dispone la mecánica a seguir para

la reclasificación de la conducta en otra tipificada

también como grave (primera parle de la fracción ll)

4) Una vez que el Tribunal determine que el asunto

es de su competencia, por estar efectivamente frente a

una conducta grave, deberá notificar a las partes sobre

la recepción del expediente, y dictará dentro de los

quince días siguientes acuerdo en el que Brovea sobre

la admisión de pruebas y, en su caso, ordenará las

diligencias para su preparación y desahogo (última

parte de la fracción ll).

5) Concluido el desahogo de los medios de

convicción y no habiendo más diligencias que realizar,

otorgará plazo de alegatos a las paftes y,

posteriormente, declarará cerrada la instrucción,

teniendo a pañir de ese momento treinta días,

prorrogables por otro período igual, para emitir la

resolución que corresponda, la cual deberá notificarse

a las partes (fracciones lll, lV y V).

Por otro lado, en cuanto al procedimiento de

responsabilidad administrativa regulado por la LSSPEM, se

establece:

Artículo 162." En la Procuraduría, existirá una unidad administrativa
que fungirá Gomo órgano de control interno, investigación, vigilancia,
supervisión y evaluación técnica-jurídica, denominada Visitaduría
General, la cual, previa la investigación de los hechos denunciados, y
en su caso, el desahogo del procedimiento administrativo
correspondiente, someterá al Consejo de Honor y Justicia que para

29

{J

Ò

o
Þ
u
(J

U

U

L
tu

ù\

cf)
c\Ò
c!



tal efecto se constituya, la propuesta de sanción derivada del
procedimiento previsto en su propia Ley orgánica en concordancia
con lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 170.- En todo asunto que conozca la Visitaduría General se
seguirá el procedimiento establecido por la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia y su reglamento.

Artículo 171.- En los asuntos que conozcan las unidades de Asuntos
lnternos, se abrirá un expediente con las constancias due existan
sobre el particular bajo el siguiente procedimiento:

Al momento de tener conocimiento de la queja o denuncia, contará
con quince días hábiles para integrar la investigación
correspondiente, allegándose de la información que sea necesaria,
así como de las pruebas ofrecidas por el quejoso; y, en caso de
contar con pruebas suficientes, determinará el inicio del
procedimiento administrativo, cuando la conducta atribuida encuadre
o se encuentre prevista en el artículo 159;

concluido el término previsto en la fracción que antecede, se citará al
elemento policial sujeto a procedimiento, para hacerre saber ra
naturaleza y causa del mismo, a fin de que conozca los hechos que
se le imputan, entregándole copias certificadas del expediente
formado para tal efecto, dejando constancia de ello;

Notificada que sea el elemento, se le concederán diez días hábiles
para que formule la contestación y ofrezca las pruebas que a su
derecho convengan; concluido el término se procederá a abrir un
período para el desahogo de las pruebas, por el término de cinco días
hábiles

Dentro de dicho término, las partes deberán ofrecer las pruebas que a
su derecho correspondan, relacionándolas con los hechos
controvertidos,

Transcurrido el término probatorio, dentro de los tres días siguientes
se dictará auto para que tenga verifîcâtivo la audiencia de pruebas y
alegatos, debiendo contener lugar, dia y hora para el desahogo de las
mismas, con el apercibimiento de ambas partes, que en caso de no
comparecer sin causa justificada, se llevará a cabo la audiencia,
teniéndose por precluido cualquier derecho que pudiera ejercitar en la
misma. El plazo para el desahogo de esta audiencia no deberá
exceder de quince días hábiles;

En la audiencia a que se refiere la fracción anterior, se desahogarán
las pruebas ofrecidas y las partes deberán formular los alegatos que
a su derecho convengan de manera verbal o por escrito;
se elaborará la propuesta de sanción que se pondrá a consideración
del consejo de Honor y Justicia dentro de ros cinco días hábiles
siguientes al cierre de la instrucción, a efecto de que éste emita la
resolución respectiva, que no deberá exceder del término de los diez
dÍas hábiles siguientes; y
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A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que
prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto supletoriamente
por la Ley de Justicia Administrativa en el Estado.

Estos dispositivos determinan que, en la Procuraduría,

actualmente Fiscalía General del Estado de Morelos, la

Visitaduría General es el órgano instructor del procedimiento

de responsabilidad administrativa, quien someterá al Consejo

de Honor y Justicia que para tal efecto se constituya, la

propuesta de sanción derivada del procedimiento previsto en

su propia LOFISCALIAEM, empero, en concordancia con lo

dispuesto en la LSSPEM.

Así, todo procedimiento de responsabilidad

administrativa se abrirá un expediente con las constancias

que existan sobre el particular bajo el siguiente

procedimiento:

1) La autoridad instruetora contará con quince días

hábiles para integrar la investigación contados a partir de la

queja o denuncia.

2) Concluido el plazo de la investigación, se dictará

auto de inicio de procedimiento, en el que se citará al sujeto a

procedimiento, para hacerle saber la naturaleza y causa del

mismo, a fin de que conozca los hechos que se le imputan,

entregándole copias certificadas del expediente formado para

tal efecto, dejando constancia de ello, concediéndole el plazo

de diez días hábiles para que formule la contestación y

ofrezca las pruebas que a su derecho convengan.
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3) Concluido el plazo de contestación del

procedimiento, se procederá a abrir un período para el

desahogo de las pruebas. una vez agotado, se verificarâ ra

audiencia de pruebas y alegatos, en la que se desahogarán

las pruebas ofrecidas y las partes deberán formular los

alegatos que a su derecho convengan de manera verbal o
por escrito.

4) Dentro de los cinco días hábiles después del

cierre de la instrucción, la autoridad instructora elaborará la
propuesta de sanción que se pondrá a consideración del

consejo de Honor y Justicia, a efecto de que éste emita ra

resol ución respectiva.

Finalmente, la LOFISCALIAEM, establece:

Artículo 102. En la Fiscalía General existirá una unidad
Administrativa encargada de la investigación, vigirancia, supervisión y
evaluación técnico jurídica, denominada Visitaduría General y de
Asuntos lnternos; la cual, previa la investigación de ros hechos
denunciados y, en su caso, el desahogo del procedimiento
administrativo correspondiente, someterá al consejo de Honor que
para tal efecto se constituya, la propuesta de sanción derivada del
procedimiento previsto en la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, en concordancía con lo dispuesto en la Ley del
Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos.

Artículo 110. En los asuntos que conozca la visitaduría General y de
Asuntos lnternos, se abrirá un expediente con las constancias que
existan sobre el particular, bajo el procedimiento aplicable en
términos de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.
contra la apertura del expediente y el desahogo der procedimiento no
procederá suspensión alguna.

Artículo 111. Los procedimientos que rjeba conocer la visitadr.¡ría
General y de Asuntos lnternos deberán resolverse en un prazo no
mayor de ciento ochenta días hábiles, contados a partir de la
presentación de la queja. Al vencimiento de este término se deberá
contar con la resolución del consejo de l-lonor, debidamente fundada
y motivada, debiendo devolverla en su caso para su ejecución a la
Visitaduría General y de Asuntos lnternos. De cada actuación se
levantará constancia por escrito, que se integrará de formå secuencial
y numerada al expediente del procedimiento respectivo.
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Preceptos, de los que se obtiene que la Visitaduría

General y de Asuntos lnternos, es la autoridad instructora de

los procedimientos de responsabilidad administrativa que

someterá la propuesta de sanción al Consejo de Honor y

Justicia, quien emitirá la sentencia correspondiente.

Empero, también se aprecia que los dispositivos 102 y

1 10 pre insertos, establecen que el procedimiento se llevará a

cabo en términos de la LGRA.

En este caso, este Tribunal considera procedente

acoger las consideraciones contenidas en la'jurisprudencia

PC.l.A. J|154 A (10a.) emitida por el Pleno en Materia

Administrativa del Primer Circuito, de rubro:

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS MIEMBROS
DE LA por-rcíR FEDERAL. A eutENES INTEcRAN EL sgRvtcto
PROFES¡ONAL DE CARRERA POLICIAL LES ES APLICABLE
TANTO LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES
ADMrNrsrRATtvAs DE Los sERVtDoRes púgL¡cos, vtcENTE
HAsrA EL r8 DE JULto DE 2017, como EL nÉc¡ueru
DrscrplrNARro rsprcínco REcULADo EN LA LEy DE LA
poucíR FEDERAL Y su REGLAMENTo.

De conformidad con el artículo 2 de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, son
sujetos de ésta los servidores públicos federales mencionados en el
párrafo primero del artÍculo 108 constitucional, entre otros, toda
persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier
naturaleza en la Administración Pública Federal; asimismo, en los
artículos 4 y 5 de la propia ley se señala que para la investigación,
tramitación, sustanciación y resolución, en su caso, de los
procedimientos y recursos establecidos en la ley de mérito, serán
autoridades competentes los contralores internos y los titulares de las
áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades de los órganos
internos de control de las dependencias de la Administración Pública
Federal, entendiéndose por dependencias a las consideradas así en
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, incluidos sus
órganos administrativos desconcentrados; y en los artículos 5 y 107
del Reglamento de la Ley de .la Policía Federal se señala que la
Policía Federal contará con un Organo lnterno de Control, cuyo titular
ejercerá, en el ámbito de sus respectivas competencias, las
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facultades previstas en la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los servidores Públicos entre otras, iniciar er
procedimiento administr.ativo disciplinario; por ende los integrantes de
la Policía Federal, son susceptibles de incurrir en responsabilidad por
incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo I de ra Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los servidores
Públicos y ser sancionados por las faltas administrativas en que
incurran, conforme al artículo 13 de la misma legislación, con
amonestación privada o pública; suspensión del empleo, cargo o
comisión por un periodo no menor de tres días ni mayor a un año;
destitución del puesto; sanción económica, e inhabilitación temporar
para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio
público; previa sustanciación del procedimiento previsto en el artícuro
21 de dicho ordenamiento legal, por su órgano lnterno de Control.
Además, al lado de ese régimen general aplicable a los miembros de
la Policía Federal, que integran el servicio profesional de carrera
policial, coexiste su régimen disciplinario especial regulado en ra Ley
de la Policía Federal y su Reglamento, del cual también son sujetos,
por incumplimiento de los deberes previstos en los artículos 1g de la
Ley de la Policía Federal y 185 del Reglamento de esa Ley, y podrán
hacerse acreedores a las sanciones de amonestación, suspensión y
remoción, señaladas en el artículo 20 de esa legislación, previa
tramitación del procedimiento previsto, entre otros, en los artículos 31,
33, 35 y 37 a 42 del mismo ordenamiento legal, precisamente por el
Consejo Federal de Desarrollo Policial; en consecuencia, a los
miembros de la Policía Federal, que integran el servicio profesional
de carrera policial, les es aplicable tanto el régimen general de
responsabilidades previsto en la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los servidores Públicos, como su régimen
disciplinario específico regulado en la Ley de ra poricía Federal y su
Reglamento, por incumplimiento a deberes distintos, siguiéndose
procedimientos por órganos diferentes y sancionándoseles de diversa
manera.23

ïoda vez que en un asunto similar del ámbito federal,

se determinó que la Ley Federal de Responsabilidades de los

servidores Públicos y la Ley de la policía Federar, no se

contraponen sino que coexisten, pues dichos elementos de

seguridad pública no sólo son sujetos del régimen

t'Suprema 
Corte de Justicia de la Nación; Registro digital: 2020698; lnstancia: plenos

de circuito; Décima Epoca; Materias(s): Administrativa; Tesis: pc.l.A. J1154 A(10a.).
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 70, Septiembre d'e
2019, T-omo ll, pågina 1416Tipo: Jurisprudencia. Esta tesis se publicó el viernes 27
de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de septiembre
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo delAcuerdo General plenario
1912013.
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disciplinario especial proveniente del apartado B del a

fracción xlll, del artículo 12s, constitucionar, sino que

también son sujetos al régimen establecido por ra Ley de

Responsabilidades cuyo origen es el aftículo 1Og,

Constitucional; sin embargo, para ello se deben seguir los

procedimientos por ór'ganos diferentes y sancionándoseles de

diversa manera.

Hipótesis que aquí se actualiza, habida cuenta que la

LSSPEM y la LGRA, coexisten, por tanto, los elementos de

seguridad pública pueden ser sujetos de sanciones previstas

en ambas legislaciones; sin embargo, el procedimiento se

debe instrumentar de acuerdo con la Legislación de que se

trate; consecuentemente, si la falta que se persigue se

contiene en la LGRA, conforme a ella se debe ajustar el

procedimiento, esto ês, deberá intervenir la autoridad

investigadora, la sustanciadora y en su caso, la resolutora;

pero, si la falta se persigue por disposición de la LSSPEM, el

procedimiento deberá ser instrumentado por el órgano de

asuntos internos, en el caso de la Fiscalía, la Visitaduría, y

será resuelto por el Consejo de Honor y Justicia.

Por ende, en el presente caso, en el que se

instrumentó un procedimiento conforme a la LGRA, empero,

se resolvió por el Consejo de Honor y Justicia, resulta

evidente que este último no resultó ser el competente, pues si

la falta se hubiera determinado no grave, debió ser resuelto

por la autoridad substanciadora y si se hubiera calificado

como grave, la competencia se fija a favor de este Tribunal.
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Situación que hace valer el actor, en el sentido de no

haberse establecido si la falta era o no grave.

Tampoco es inadvertido a este -lribunal en Pleno, que

en el caso de la visitaduría de la Fiscalía General del Estado

de Morelos, en efecto, la LOFISCALIAEM, dispone en su

artículo 102:

Artículo 102. En la FiscalÍa General existirá una Unidad Administrativa
encargada de la investigación, vigilancia, supervisión y evaluación
técnico jurídica, denominada Visitaduría General y de Asuntos rnternos;
la cual, previa la investigación de los hechos denunciados y, en su
caso, el desahogo del procedimiento administrativo correspondiente,
someterá al consejo de Honor que para tal efecto se constituya, la
propuesta de sanción derivada del procedimiento previsto en la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, en concordancia con lo
dispuesto en la Ley del sistema de seguridad Priblica der Estado de
Morelos.

Asimismo, los artículos 141, 144, 149, 1S0, 155, 156 y

157 del Reglamento de la LOFISCALIAEM; establecen:

ARTíCULO 141, La Visitaduría General en términos de la Ley
orgánica está encargada de la investiEiación, vigilancia, supervisión y
evaluación técnico jurídica; la cual, previa investigación de los hechos
denunciados y, en su caso, el desahogo del procedimiento
administrativo correspondiente, someterá al consejo de Honor la
propuesta de sanción correspondiente en términos de la Ley del
Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos y demás
normativa aplicable.

ARTíCuLo 144. La visitaduría General tendrá tres Direcciones para
el efectivo despacho de los asuntos de su competencia, de acuerdo a
lo que establezca para tales efectos el titular de la misma. La
Dirección respectiva, a juicio del ritular de la Visitaduría General, está
facultada para llevar a cabo operaciones encubiertas en sus
investigaciones, atribución que ejercerá de conformidad con las
disposiciones previstas en la normativa aplicable.

ARTíCULO 149. Además de las previstas en la Ley Orgánica, la
persona titular de la visitaduría General, tendrá las siguientes
atribuciones específicas:

l. Recibir, a través del personal bajo su adscripción, las quejas y
denuncias que se realicen en contra de todo er personal de la Fiscalía
General, así como brindar en todo momento un trato digno y
respetuoso a la ciudadanía;
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ll. Realizar, por sí o a través del personal a su cargo, supervisiones
en las diferentes Unidades Administrativas, a fin de mantener el
orden, la disciplina, el respeto y la debida atención a la ciudadanía,
debiendo emitir las recomendaciones que deriven de la visita de
supervisión;

lll. Verificar, a través del personal a su cargo, que a las víctimas, a
sus familiares, así como a los imputados se les haya brindado la
asesoría jurídica necesaria, en términos de las disposiciones jurídicas
aplicables;

lV. Elaborar un programa de visitas de supervisión y someterlo a la
aprobación del Fiscal General, e informar periódicamente de las
actividades realizadas;

V. Rendir, periódicamente al Fiscal General, un informe de los
trabajos realizados por la Vísitaduría General a su cargo;

Vl. Coordinar sus acciones con la Unidad Administrativa competente,
a fin de dar contestación a las demandas que se instauren en contra
de la Fiscalía General, con motivo de algún procedimiento
administrativo de su competencia;

Vll. Certificar las constancias que se originen con motivo de la
investigación o de un procedimiento administrativo;

Vlll. Expedir las circulares que correspondan con motivos de las
acciones desarrolladas;

lX. Dirigir y establecer las políticas para el registro, clasificación,
manejo y reserva de la información sobre las conductas u omisiones
irregulares de los servidores públicos de la Fiscalía General,

X. Desahogar a través del personal bajo su adscripción, el
procedimiento de responsabilidad administrativo iniciado con motivo
de las quejas y denuncias que se realicen en contra de todo el
personal de la Fiscalía General;

Xl. Ejecutar las resoluciones que al efecto emita el Consejo de Honor
y Justicia, y

Xll. Aquellas que por su naturaleza deba desarrollar, de conformidad
con la normativa aplicable.

ARTÍGULO 150. El titular de la Visitaduría General ejercerá sus
atribuciones por sí o a través de los Agentes Visitadores y demás
servidores públicos que le estén adscritos. Los Agentes serán
considerados Visitadores para todos los efectos legales.
ElVisitador General, los Directores, así como sus Agentes Visitadores
estarán dotados de fe pública en sus actuaciones.

ARTíCULO 155. A falta de disposición expresa y en tanto no se

oponga a lo que prevé la Ley Orgánica y el presente Reglamento, se
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estará a lo dispuesto supletoriamente por la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, la Ley de Justicia Administrativa
para el Estado de Morelos y el Código procesal Civil.

ARTicuLo 156. El procedimiento de investigación se realizará con
base a lo establecido en el Libro segundo, Título primero, de Ia Ley
General de Responsabilidades Administrativas.

ARTíCuLo 157. Las sanciones impuestas por responsabilidad
administrativa no eximen al servidor público de la responsabilidad
penal, laboral o civil en que pudiese haber incunido por sus actos.

Preceptos de los que se aprecia, que la

LoFlscALlAEM y su Reglamento, no prevén ra reguración

de autoridad investigadora y sustanciadora para los efectos

del procedimiento de responsabifidad administrativa conforme

a la LGRA, pues si bien es cíerto se instituye que la
Visitaduría General y de Asuntos lnternos se conformará por

tres direcciones, tambié,n lo es que se establece que cada

una funcionará de acuerdo a lo que establezca para tales

efectos el titular de la visitaduría, por lo que realmente no

existe una división de competencias real, que pueda

considerar la existencia jurídica y material de una autoridad

substanciadora y otra investigadora dentro de la Visitadunía

General y de Asuntos lnternos de ra Fiscalía General del

Estado de Morelos.

Ës así que, ante la ausencia de competencias

definidas de las autoridades de la Visitaduría General de la
Fiscalía, que determine de manera específica, cuándo y por

qué un Agente del Ministerio Públíco adscrito a la visitaduría
General y de Asuntos lnternos, pueda considerarse autoridad
investigadora y cuando substanciadora, en el presente caso
no es posible considerar legal el procedimiento de

3B
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responsabilidad administrativa que las autoridades

demandadas pretendieron ajustar conforme a la LGRA.

Conclusión en la que no se pasa por alto que las

figuras de autoridad investigadora y resolutora, se regulan en

los artículos 118, 119, 120, 121 y 121 bis, del Reglamento de

la LOFISCALIAEM, para el Órgano lnterno de Control,

órgano fiscalizador de la Fiscalía General, en términos del

aúículo 23-C de la Constitución Local, que mantiene la

coordinación necesaria con la Entidad Superior de Auditoría y

Fiscalización, mismo que tendrá autonomía técnica y de

gestión para el desempeño de sus funciones. Es decir, es un

órgano diferente a la Visitaduría General y de Asuntos

lnternos, quien en su ingeniería jurídica no cuenta con dichas

figuras de autoridad investigadora y sustanciadora.

En este orden de ideas no puede soslayar este

Tribunal, que los artículos 102 y 110 de la LOFISCALIAEM,

al establecer que el procedimiento de responsabilidades

administrativas de los servidores públicos de la Fiscalia será

instruido por la Visitaduría General y de Asuntos lnternos

conforme a la LGRA, a cuya conclusión someterá al Consejo

de Honor que para tal efecto se constituya la propuesta de

sanción correspondiente, deforma el procedimiento previsto

en la LGRA, de manera ilegal.

Ciertamente, este Tribunal se encuentra constreñido a

la inaplicación de las normas que contravengan la cafta

magna mediante un control difuso de la constitucionalidad.
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Acorde con los aftículos 1' y 133 de la constitucion

Política de /os Esfados unidos Mexicanos, las autoridades

jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos

humanos establecidos en la propia Çonstitucion y en los

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea

parte, pueden inaplicar leyes secundarías, lo que constituye

un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad,

también lo es que subsiste el control concentrado de

constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya

competencia corresponde en exclusiva al poder Judicial de la

Federación, a través del juicio de amparo, las controversias

constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad.

La diferencia entre ambos medios de control

(concentrado y difuso), estriba en que, en er primero, la

competencia específica de los órganos del poder Judicial de

la Federacién encargados de su ejercicio es precisamente el

análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes,

por tanto, la controversia consiste en determinar si la

disposición de carácter general impugnada expresamente es

o no contraria a la constitución y a los tratados

internacionales, existiendo la obligación de analizar los

argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en

cambio, en el segundo (control difuso) el tema de

inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis,

pues ésta se limita a la materia de legaridad y, por ello, el

juzgador por razón de su función, pnescindiendo de todo

argumento de las partes, puede desaplicar la norma.

40



AlT T]A
TRiBUNAL DE JUSTIC]A ADMINISTRATVA

DEt ESTADO DE MORELOS

TJ A/5'S E RA/J RAE M.O7 41 2021

Por ello, en el juicio contencioso administrativo en que

la competencia específica de este Tribunal es en materia de

legalidad, por razon de su función jurisdiccional, puede

ejercer el control difuso. En apoyo a lo antes expuesto, se

inserta la siguiente jurisprudencia:

CONTROL ÐIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO
ADMrNrsrRATlvo.24

Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y'133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las
autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los
derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,
pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control
difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que
subsiste el control concentrado de constitucionalidad y
convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en
exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de
amparo, las controversias constitucionales y las acciones de
inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control
(concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia
específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación
encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de
constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la
controversia consiste en determinar si la disposición de carácter
general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución
y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar
los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio,
en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o
inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia
de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función,
prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la
norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la
competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa es en materia de legalidad y, por razon de su función
jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo,
si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al
tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de
determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el
concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la
disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su
decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser
inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna

2a Registro digital: 2006186. lnstancía: Segunda Sala. Décima Época. Materias(s):
Común, Administrativa. Tesis: 2a.1J.1612014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de2014, Tomo l, página 984. Tipo:

Jurisprudencia.
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de derechos humanos, para que se estime que realizó el control
difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de
sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación
jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos
del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su
litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este
control en concentrado o directo, y transforma la competencia
genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si
en eljuicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de
nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el
juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación
respectivos, pues aun cuando sea cierto que la sala responsable fue
omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se
dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema,
debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia
primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas
generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. si,
además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de
violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de ra ley, el
juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de vioración
relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de
violación enderezados a combatir ra constitucionalidad y
convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.

En este contexto, se aprecia que los artículos 1A2 y

110 de la LOFISCALIAEM, al establecer que el

procedimiento de responsabilidades administrativas de los

servidores públicos de la Fiscalía será instruido por la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos conforme a Ia

LGRA, altera el procedimiento previsto en la LGRA, de

manera inconstitucional, pues el Congresista morelense

carecía de facultades para legislar en ese ámbito.

En efecto, la emisión de los citados preceptos vurneró

losprincipios de legalidad, reserva y subordina,ción jerárquica

de la ley, al modificar temas que fueron reservados de

manera exclusiva a la Federación, mediante la expedición de

la LGRA, publicada en el Diario oficial de ra Federación el

dieciocho de julio de dos mil dieciséis, es decir, conculcan,

entre otros, los aftículos 73, fracción xxlx-v, y 124 de la
constitucion Política de /os Esfadosunidos Mexicanos.
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Se tiene que, mediante reforma publicada en el Diario

oficial de la Federación el veintisiete de mayo de dos mil

quince, se emitió el decreto por el que se reformaron,

adicionaron y derogaron diversas disposiciones de ra

constitución en materia de combate a la corrupción, entre

ellas las fracciones XXIV y XXIX-V de su artículo 73,

mediante las cuales se facultó al Congreso de la Unión

para emitir, entre otras la ley general que distribuya

competencias entre los órdenes de gobierno paraestablecer

las responsabilidades administrativas de los servidores

públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los

actos u omisiones en que incurran y las que correspondan a

los pafticulares vinculados con faltas administrativas graves,

así como los procedimientos para su aplicación.

Asimismo, en los artículos transitorios de la aludida

reforma se estableció una mecánica transicional, para la

transformación de los sistemas federal y locales en la

materia, misma que parte de la base que tanto en lo que se

refiere a la coordinación del sistema anticorrupción, como la

distribución de competencias entre los distintos órdenes en

materia deresponsabilidades administrativas, se requiere de

la emisión por parte del Congreso de la Unión de las leyes

generales correspondientes, dentro del plazo de un año a

partir de la entrada en vigor del decreto de reforma

constitucional.

Conforme al dictamen de la Comisión de Puntos

Constitucionales de la Sexagésima Segunda Legislatura de la
43
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cámara de Diputados, se advierte que fue intención concreta

e integral del Constituyente:

"[...] crear e/ Slsfema Nacional Anticorrupción como una instancia de
coordinación entre las autoridades de fodos los órdenes de gobierno
competentes en la prevencíón, detección y sanción de
responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como
en la fiscalización y control de recursos públicos.[...] el sistema
nacional de fiscalización, en términos del proyecfo, se inscribe cemo
un suôsisfema cansalidado y autónomo pero funcionando como eje
central y pilar fundamental del Sislema Nacional Anticorrupcion, de
forma tal que las acciones emprendidas por el Estado para prevenir y
sancionar la corrupción, no se llevarán a cabo de forma aislada o
fragmentada, sino came un sistema integral articutado para prevenir y
sancionar /as respon sabilidades administrativas y tas hechos de
corrupción. sea que ésfas deriven de! ejercicio indebido de ios
recursos publicos o bien, del incumplimiento de responsabitidades
publicas que no se vinculan necesariamente con la hacienda pública
[...] de igual forma, la idoneidad de la medida también se justifica por
su alcance nacional: las entidades federativas deberái estabrecer
srsfemas locales anticonupción, aspecto derivado de las iniciativas
dictaminadas. Fs asi gue esfos sisfemas locales seruirán coma
mecanismos de coordinacion para el diseño, evaluacion de potíticas
de educación, concientización, prevencion, detección y sancion de
responsaÖilidades administrativas y hechos de corrupción, así como
la promoción de la integridad pública. E/ srsfema pretende hamarogar
acciones entre las diferentes órdenes de gobierna para ta generacion
de mayores estândares de integridad publica y combate a la
corrupción. No obstante, esfe objetivo na podrá alcanzarse sin
mecanismos de coordinación efectivos. con la finalidad de dotar a!
Sr'sfema del marco jurídico necesario para su adecuado
funcianamiento, se eonsidera indispensabte complementar er marco
constitucional con la facultad del Çongreso de /a tJnión, en su
carácter de autoridad del orden constitucional, de emitir una ley
general que establezca /as bases de coardinacion entre las
autoridades de /os órdenes de gobierno competentes en las materias
abjeto del presente dictamen " (Sic)

Fue así que, en curnpl¡miento a la citada reforma

constitucional, mediante decreto publicado en el Diario oficial

de la Federación del dieciocho de julio de dos mil dieciséis,

se expidieron las leyes generales del sistema Nacional

Anticorrupción y de Res,ponsabilidades Administrativas, así

como Ia LORGTJAEMO.
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De esta manera, se explica la naturaleza del Sistema

Nacional Anticorrupción, donde constitucionalmente se

facultó exclusivamente al congreso de la unión, para legislar

entre otras, la ley general que distribuya competencias entre

los órdenes de gobierno para establecer las

responsabilidades administrativas de los servidores públicos,

sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u

omisiones en que incurran y las que correspondan a los

particulares vinculados con faltas administrativas graves, así

como los procedimientos para su aplicación.

Por ende, el legislador morelense no estaba facultado

para modificar el procedimiento de responsabilidad

administrativa, en los artículos 102 y 1 10 de la

LOFISCALIAEM, en consecuencia, la instrumentación del

procedimiento disciplinario de la demandante con normas

compuestas de la LSSPEM y la LGRA, resultó ilegal.

En ese tenor, atendiendo a las constancias que obran

en el proceso, debemos destacar que, desde el inicio de la

investigación, hasta la resolución materia de impugnación, los

actos se realizaron y fundaron entre otros, en términos de la

LOFISCALIAEM y su Reglamento; LGRA y LSSPEM, tal

como se puede apreciar de manera nítida de las copias

certificadas que obran en las copias certificadas que

contienen el procedimiento administrativo y que a

continuación se detallan:

1. En acuerdo de fecha tres de julio de dos mil
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veinte, dictado por el Agente del Ministerio público

Visitador adscrito a la Visitaduría General y Asuntos

lnternos de la Fiscalía General del Estado de Morelos,

se ordenó dar inició a la investigación administrativa,

en contra de la servidora pública, Agente del

Ministerio Público de la Fiscalía General del Estado

  por hechos derivados de del

oficio FGE/1 16472020-07 derivado de la causa penal

SCO11508912020, Ello con sustento en lo dispuesto en

los artículos 1. 108, 1 10, 112, 124 de la

LOFISCALIAEM y 141 de su Reglamento.2s

2. Oficis sin número de fecha catorce de agosto del

año dos mil veinte, el Agente del Ministerio público

Visitador adscrito a la Visitaduría General y de

Asuntos lnternos de la Fiscalía General del Estado de

Morelos, envió a la Directora de Control de la Fiscalía

Especializada de Visitaduría General y Asuntos

lnternos de la Fiscalía General del Ëstado de

Morelos, el lnforme de Presunta Responsabilidad

Administrativa (IPRA), incoado en contra de la hoy

actora, comunicado que se fundó en los artículos 15g

fracción Vl de la LSSPEM y 1 1 de su Reg/a mento.26

3. lnforme de presunta responsabilidad

administrativa, que con fecha catorce de agosto de

dos mil veinte, donde el Agente de Ministerio público

'u Vis¡ble a fojgs 1 a la 6 del juego de copias certificadas del procedimiento
# m inistrativo VGyAI/DC I 17 1 t2020-A7 .

'o Vis¡ble_ a fojas 466 a la 519 del segundo juego de copias certificadas integrado en el
cuadernillo auxiliar del expediente que se resuelve.
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Visitador, adscrito a la Dirección de Asuntos internos,

de la Visitaduría General y de Asuntos lnternos de la

Fiscalía General del Estado de Morelos le remitió a la

Directora de Control adscrita a la Visitaduría General

y Asuntos lnternos, para que se avocara al análisis

del lnforme antes mencionado, y de encontrarlo

apegado a derecho, se avocara al inicio del

procedimiento de responsabilidad administrativa, lo

anterior con fundamento en los artículos 102, y 111,

de la LOF¡SCALIAEM ; 3 fracción XlV, XV y XVlll; 4

fracción l, 8, I fracción ll, 10 párrafo segundo y

tercero; 100, 194 de la LGRA; 159 fracción Vl de la

LSSPEM y 11 del Reglamento de la Ley Orgétnica de

la Fiscalía Genera?T

4. Oficio sin número, que con fecha diecisiete de agosto

de dos mil veinte, la Directora de Control, de la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos giró

instrucciones al Agente de Ministerio Público adscrito a

la Dirección de Control de la Visitaduría General y de

Asuntos internos, para que se avocara al análisis del

lnforme antes mencionado, y de encontrarlo apegado a

derecho, se avocara al inicio del procedimiento de

responsabilidad administrativa, lo anterior con

fundamento en los aftículos 102, 111, de la

LOFISCALIAEM ; 100, 101 , 102, 208 y demás

relativos y aplicable de la LGRA; y 162, 170, 175, 176

2t Visible a fojas de la 383 a la 406 del juego de copias certificadas integrado en el
cuadernillo auxiliar del expediente que se resuelve.
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y demás relativos y aplicables de la LSSPEM.28

5, Acuerdo de diecisiete de agosto de dos mil veinte,

en el cual, el Agente del Ministerío Público en su

carácter de autoridad Substanciadora adscrito a la

Visitaduría General y de Asuntos lnternos, admitió el

informe de presunta responsabilidad, ordenando el

inicio del procedimiento contemplado en

LOFISCALIAEM, la LGRA; así como la LSSPEM; en

contra de MARLÉ,ru ln¡ru'E'O'plEDRA, a quien ordenó

emplazar al procedimiento administrativo bajo el

número VGyAI/D0.ß4512020, asimísmo, señaló día y

hora para la celebración de la audiencia inicial, lo

anterior con fundamento en lo establecido en el

artículo 114 y 208 fracción l, ll, lll, lV, V, Vl, Vll; Vlll;

lX; X y Xl de la LGRA, 102, 103, 104, fracción ll,

1054, 106, 109, 109, 110, 111, 112, 113, 114 de la
LOFISCALIAEM; y 99,162, 166 y 170, y demás

relativos y aplicables de la LSSPEM,2e

6. Audiencia inicial de fecha once de septiembre de

dos mil veinte, fecha señalada para la celebración de

la misma en la que, se asentó lacomparecencia de

 A, dándose cuenta del

escrito de contestación que realizó la presunta

2u V,isible a fojas 407 del juego de copias certificadas integrado en el cuadernillo
auxiliar del expediente que se resuelve.

" V¡sible a fojas 408 a la 413 del juego de copias certificadas del procedimjento
ad m inistrativo VGyAI/DC I A45t2020
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responsable.30

7. Acuerdo de fecha cinco de octubre de dos mil

veinte, se proveyeron las pruebas ofrecidas por las

partes.3l

8. Sentencia de fecha quince de diciembre de dos

mil veinte, emitida por el Consejo de Honor y Justicia

de la Fiscalía General del Estado de Morelos, dentro

de procedimiento VGyAI/DC104512020, incoado en

contra de  con sustento

entre otros, en lo establecido en los artículos 102,

103, 1 04, 106, 108, 109, 1 10, 111, 115, 1 16, 1 17, 119

y 119 de la LOFISCALIAEM, 111,112, 113, 114, 115,

116 y 117 de su Reglamento; 3 fracción lV, 115, 116,

208 fracción X de la LGRA, 159 fracción Vl de la

LSSPEM, êñ la que se le impuso la sanción de

destitución del cargo.t'

Procedimiento que, en las etapas de investigación,

substanciación y resolución, se aplicaron diversas normas,

que deformaron el procedimiento, esencialmente porque

nunca se establecíó de manera específica si las etapas

señaladas en líneas que anteceden, se realizaron atendiendo

a la LSSPEM o, a la LGRA, lo que ocasionó incertidumbre en

todo momento, tocante a cual normatividad se pretendió

to Visible a fojas 422 y 423 del juego de copias certificadas del procedimiento
ad min istrativo VGvAI/DC I 04512020.t' Visible a fojas qZA ¿ajuego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGvAI/DC/04512020.t' úisible a fojas 609 a la 632 del juego de copias certificadas del procedimiento
ad m i nistrativo VGyAI/DC I 045 12020.
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aplicar para imponer la sanción de ra que se duele la

demandante; máxime, cuando al habense apricado la LGRA,

jamás se le hizo saber a la parte actora de manera previa, si

la falta calificada era grave o no, tal como lo señaló en las

razones por las que impugnó el acto ante este Tribunal.

En esa tesitura, se concluye la comisión de vioraciones

formales en el procedimiento instaurado en contra de la parte

actora que repercutió en el acto impugnado; por ello con

fundamento en Io previsto por el artículo 4 fracción f I de la
LJUSTICIAADMVAEM que a ta tetra dice.

Artículo 4. Serán causas de nulidad de los actos impugnados:
se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se
demuestre alguna de las siguientes çausales:

ii.'o*irion de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre
que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la
resolución irñpugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o
motivación, en su caso;

Se declara la ileqalida o consec ncia la

nulidad lisa v llana del acto reclamado consistente en la

Resolución de fecha dieciocho de diciembre de dos
mil veinte, emitida por el CONSEJO DE HONOR y
JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

responsabilidad administrativa VGyAI/D ct04st2o2o.

8. ANÁLISIS DE LAS PRETENSIONES

La parte actora demandó las siguientes pretensiones:
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8.1 La nulidad lisa y llana de la resolución emitida el

dieciocho de diciembre de dos mil veinte, por el

CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LA

FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS.

Misma que ha sido decretada procedente en términos

del apartado que precede.

8,2 La reincorporación al cargo que ostentaba como

Agente del Ministerio Público, la indemnización de tres meses

y de veinte días de emolumentos por cada año de servicios.

Ahora bien, cabe señalar que, en materia de los

miembros de seguridad pública la reinstalación o

reincorporación se encuentra prohibida por la ley, en términos

del aftículo 123 apariado B, fracción Xlll, de la Consf itución

Política de /os Esfados Unidos Mexicanos, que dispone:

Artículo 123.. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la
organización social de trabajo, conforme a la ley.

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

Xlll. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del
Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones
policiales, se regirán por sus propias leyes.
Los agentes del Ministerio lúblico, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y
los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen
con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto
señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la
autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción,
baja, cese o cualquier otra forma de terrninación del servicio fue
injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin
que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio,
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cualquiera que sea el resultado deljuicio o medio de defensa que
se hubiere promovido.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

estableció que a partir de la reforma constitucional de dos mil

ocho, la prohibición contenida en dicho precepto de reinstalar

o reincorporar a los miembros de las instituciones policiales

es absoluta, debido a que dicha reforma privilegió el interés

general para el combate a la corrupción y la seguridad, por

encima del interés personal o la afectación que pudiera sufrir

el agraviado, la que en su caso se compensaría con el pago

de la indemnización respectiva, por lo que

independientemente de la razon del cese, remoción o baja

existe un impedimento constitucional para reincorporar al

servicio a la parte actora.

Este criterio quedó establecido por la Segunda Sala de

la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la

Jurisprudencia 2a.1J.103/2010, Época: Novena Época,

Registro. 164225, lnstancia. Segunda $ala, Tipo de Tesis:

Jurisprudencia, Fuente: semanario Judicial de la Federación

y su Gaceta, Tomo XXX|l, Julio de 2010, Materia(s):

Constitucional, Laboral, Tesis: 2a.lJ. 103/2010, página. 3''f 0,

ba.jo el rubro:

sEcuRtDAo púetrcR. LA pRoHtBtclóru oe REINsTALAR EN
SU CARGO A. LOS MIEITISROS Ör tAS INSTITUCIONES
poLrcrAr-Es, pR'EvtsrA poR er ¡nrículo 123, APARTADo B,
rnRcc¡ótt xt¡t, DE LA corusnructóru eeñenal DE LA
REPUBI-ICA, REFORMAÐO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO
EN EL DIARIo oFIclAL DE LA FEDERACIÓru eu 18 DE JUNIo DE
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2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS,
INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE.33

Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de
las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no
cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en
responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad
resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra
forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está
obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que
tengan derecho, sin que en ninqún caso proceda su
reincorporación. cualquiera que sea el resultado del iuicio o
medio de defensa que se hubiere promovldo. De lo anterior se
sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de
reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del
proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente
privilegió el interés general por el combate a Ia corrupción y la
seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado
la que, en su caso Gô nnrvtnaneqrí¡ ¡Àarn al rrâr¡rtr rla lo

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Debido a lo antes expuesto, como ya se estableció, al

ser improcedente la reinstalación e ilegal la destitución de la

parte actoia, le corresponde a la autoridad 
. 
responsable

pagar la indemnización de noventa días, veinte días por cada

año trabajado y demás prestaciones a que tenga derecho en

términos precisamente del precepto constitucional antes

invocado y del artículo 69 de la LSSPEM que dice:

Artículo 69.- Los integrantes de las lnstituciones de Seguridad
Publica y sus auxiliares, podrán ser separados de su cargo si no
cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento
de la separación señalen para permanecer en las lnstituciones, sin
que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el
juicio o medio de defensa para combatir la separación, y en su

33Contradicción de tesis 21120'10. Entre las sustentadas por el Primer, Segundo y
Tercer Tribunales Colegiados del Noveno Gircuíto. 23 de junio de 20'10. Mayoría de
cuatro votos, Disidente y Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Francisco
Gorka MigoniGoslinga.
Tesis de jurisprudencia 103/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del treinta de junio de dos mil diez.
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caso, sólo procederá la indemnización, que será otorgada por un
importe de tres meses de salario otorgada por ra resolución
jurisdiccional correspondiente.

(Lo resaltado fue hechc por este Tribunal)

Así como con sustento en el siguiente criterio
jurisprudencial establecido por la suprema corte de la Nación

en la Jurisprudencia con'número de Registro 2013440 Tesis:

2a.lJ. 19812016 (10a.), en Materia constitucional, Décima

Época, lnstancia: segunda sala, publicada en el semanario

Judicial de la Federacién, misma que a la letra señala:

SEGURIDAO PÚELICA. LA INDEMNIZACIÓ¡¡ PREVISTA EN EL

lîIlg-u_19 J3l, .ApARrADo F, rnr.cCrór,r xri, 
- 

sEGUNDo
PARRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POTíTICR DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE
suELDo y DE 20 oias poR cADA eño LABoRADo
IABANDoNo DE LAs rEsts DE JURtSpRUDENctA 2a.tJ.
11912011 Y AISLADAS 2a. Lxtxtzoll, 2a. Lnu2011 y 2a.
XLVI/2013 (10a.) (.)1.

En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las tesis
indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B,
fracción Xlll, segundo párrafo, de la Constitución Po ítica de los
Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los
agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal los
Estados y os Municipios, el derecho al pago de una indemnización en
el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad
jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier
vía de terminacióh del servicio de la que fueron objeto resulta
injustificada; ello, para no dejarlos en estado de ndefensión al existir

a
Ad de la propia normativa constitucional se advierte la
obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes
especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el
Distrito Federal, os montos o mecanismos de delimitación de
aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los
servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio.
Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos
íntegros de lo dispuesto por ra constitución Fedeial, pues el espíritu
del Legislador constituyente, al incluir el apartado B dentro del
articulo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos
garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin
importar, en su ceso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba
entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto,
si dentro de la aludida fracción Xlll se estlblece el derechg der""¡bir !rn" ¡nd"nlni.""jón 
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remoción. baia. cese o cualquier otra forma de terminación del
servicio fuere iniustificada v. por su parte, en las teyes especiates
no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de ese
concepto, es inconcuso que deberá recuriirse a lo dispuesto, como
sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al
diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional, en esa
tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen
derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros
de las instituciones policiales, debe recurrirse a la fracción XXll del
apartado A, que consigna la misma raz6n jurídica que configura y da
contenido a la diversa fracción Xlll del apartado B, a saber, el
resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón
particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en
su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad
jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester
precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A,
fracción XXll, que señala que "la ley determinará los casos en que el
patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato,
mediante el pago de una indemnización", deja la delimitación del
monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al
trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro
mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún,
cuando se le libera dq la obligación de reinstalar al trabajador al
puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria
del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo,
respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la
indemnización, el contenido en la fracción XXll del apartado A en su
generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones
bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien
releva al patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento
fozoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se
concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los
servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción
contenido en el artículo 123, aparlado B, fracción Xlll, segundo
párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto
establecido en el diverso apartado A, fracción XXll, y los parámetros a
los que el propio Constituyente refirió al permitir que fuese la
normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia. la
indemnización enqloba el paqo de 3 meses de salario v 20 días
por cada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad de que
dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal,
estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean
expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como
mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será
innecesario acudir a la Constitución, sino que la autoridad aplicará
directamente lo dispuesto en esos ordenamientos.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

En ese contexto, es procedente condenar a la

autoridad demandada al pago de la indemnización de tres
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meses de remuneraoión, veinte días por cada año de

servicios y al pago de sus retribuciones, en el caso de ésta

última desde la fecha de la ilegal separación.

Las prestaciones a que se condene a la autoridad

demandada a partir de la fecha de la separación, se seguirán

generando hasta que se realice el pago correspondiente de la

prestación que se trate; en términos del siguiente criterio:

ELEMENToS DE sEcuRtDAD púeLlce DEL EsrADo DE
MORELOS. PARA CUANTIFICAR EL PAGO DE LOS SALARIOS
cníoos o DE LA RETRteuclóN o REMUNenRcIóru DtARtA
oRDTNARIA ANTE LA sEpARtclóN, nen¡oclóN, cEsE o BAJA
rNJUsrFtcADA DE eeuÉLtos, DEBE ApLtcARSE LA
JURISPRUDENCIA 2a.1J.11012012 (10a.), DE LA SEGUNDA SALA
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA T.¡RcIÓru.*

Conforme al artículo 123, apartado B, fracción Xlll, segundo párrafo,
de la constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, los
agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, de las entidades federativas
y de los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no
cumplen con los requisitos que las leyes vigentes, en el momento del
acto, señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos
por incurrir en responsabilidad en el desémpeño de sus funciones; y
que si la autorídad jurisdiccional resolviere que la separación,
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del
servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que
en ningún caso proceda su reincorporacién al servicio, cualquiera que
sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere
promovido. Al respecto, de una iñterpretación de los artículos 6g y
105 de la Ley del sístema de seguridad pública del Estado de
Morelos, pudiera concluirse que debe'aplicarse el diverso 4s, fracción
XlV, de la Ley del Servicio Civil de la entidad, el cual limita el pago
por concepto de salarios caídos a 6 meses con motivo de la
separación injustificada de un trabajador al servicio del Estado -
disposición que fue declarada constitucional por la segunda sala en
la jurisprudencia 2a.lJ. 1912014 (10a.)-; sin embargo, considerando
que la legislación especial aplicable (Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos), no es suficiente ni armónica con la
constitución y con los criterios jurisprudenciales que la interpretan, y

3o Época: Décima Época; Registro: 2013686; rnstancia: plenos de circuito; Tipo de
Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro
39, Febrero de 20'17, Tomo ll; Materia(s): constitucional, común; Tesis: pc.xvlll.p.A.
J/3 A (10a.); Página'. 1124.

56



TIA
TRIBUNAL DE JUSTICiA ADI.4INISIRATIVA

DEL ESTADO DE MORETOS

TJ A/5AS E RA/J RAEM -07 41 2021

con la finalidad de no realizar una interpretación que pudiera resultar
restrictiva de derechos reconocidos por la Ley Suprema, se concluye
que para cuantificar el pago de los salarios caídos y de la
retribución o remuneración diaria ordinaria de los elementos de
seguridad pública del Estado de Morelos, resulta aplicable el
criterio contenido en la jurisprudencia 2a.lJ. 11012012 (10a.) de la
Segunda Sala del Alto Tribunal, en la cual se sostiene que el
enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho",
contenido en el precepto constitucional aludido, vigente a partir de la
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio
de 2008, forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe
interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria
ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios,
asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones,
haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que
percibía el trabajador por la prestación de sus servicios, desde que
se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra
forma de terminación injustificada del servicio y hasta oue se
realice el pago correspondiente; criterio que fue corroborado por la
propia Segunda Sala al resolver, en sesión de 16 de mazo de 2016,
el amparo directo en revisión 542812015. Por tanto, mientras no se
emita la normativa local que reglamente el tema tratado, el referido
criterio jurisprudencial continuará siendo aplicable.

(El énfasis es añadido)

8.3 Condiciones de la Relación Administrativa

Para el efecto del estudio de las prestaciones

económicas que procedan, resulta primordial determinar la

remuneración que la parte actora percibía, fecha de ingreso

y fecha de la terminación de la relación administrativa.

El salario bajo el cual deberán calcularse las

prestaciones se determina de la siguiente forma:

La parte actora señaló como última remuneracion

quincenal la de 0   /100

M,N.).'u

qJ

È_
qJ\
o
L

()

0ò
UL

(J
Ø

L
Êr
qJ\

C\¡

35 Fo.¡as 25 del expediente principal.
57



En tanto la,'€*ß*lil:,l*m#, s,.,tê. tuvo por

perdido su dÊrþohqfffa csn*Ê€ltr l*Mnda.

sln epnbargtrÐ, en autss eþra la sigulenüe ttûer*mental a

la cual'se le obrgøirmþrR,pr€bdorb¡ d.no eer iryuryn'rada por

n i n g u na de' las palþe,,de eond.W.midadr æn,,bs. afrfeu,las 444 y

490 dêl cPmGlv&ñH, d{do,,Gqmprs¡¡pqrtæimente a la
Ley de la materia:

lmpreeirán del eomffiMnte Wra, el Ënrpleado

corFespondierte a la-€q$$nidc Çl*mna-de' m-ayo de

doo nril ìæ¡þü{,me¡ a r¡çffi¡re de }a,pmüo.e@þra, con

puesto de Agente del Ministerio público, en donde se

advierte el pago quincenat de (  

   

1 o0 M.N.)'u

Pofqæ 'eor4tno €e'âryrc-h*l'tê g#':l€, {ffirn@ y' "rÍriiea

constaneia gue obnta en, affis reffiÞ$b .a fas B¿roepo¡snæ
que se le crþrlan e le p*{þ,e&'itå, {,,ffig dè'sêf de riläryor

beneficio.

Percepeión que se traduce de Fnan@Fa rner,rsual.

quincenal y diario Çomo a continuación se detalla:

36 Fo¡as 18 del expediente pr,ineipal.
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Por cuanto, a la fecha de ingreso, la parte actora

refirió la del primero de noviembre de dos mil trece3T;

misma que no fue controvertida por la autoridad

demandada, pero además se confirma con las documentales

que obran en copia certificada y que fueron previamente

valoradas, consistentes en:

1. Oficio número DFE/CGA/DRH-237211012019, de

fecha veintinueve de octubre de dos mil diecinueve,

suscrito por la Directora de Recursos Humanos y

dirigido al Agente del Ministerio Público adscrito a la

Fiscalía Especializada de Visitaduría y Asuntos

lnternos, donde se informa como fecha de ingreso de

la demandante el primero de noviembre de dos mil

trece.38

2. Formato denominado Solicitud de Movimiento de

Personal, de fecha siete de noviembre de dos mil

trece, de donde se aprecia que la vigencia de alta del

movimiento es a partir del primero de noviembre de

dos mil trece.3e

Tocante a la fecha de la separación de la relación

administrativa la actora señaló el diecinueve de mayo de

dos mil veintiuno, misma que se confirma con la documental

31 Fojas 1472

"Visible a fojas 213 deljuego de copias certificadas del procedimiento administrativo
VGyAI/DC/045n420

'e Vlsible a fojas 230 deljuego de copias certificadas del procedimiento adminisirativo
VGyAI/DC/045t2020
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que obra en autos y que con anticipación se valoró,

consistente en:

Oficio número FGE/CGAIDRH/1 Z9T tZO21-05, de fecha

veinte de mayo de dos mil veinte, suscrito por la

Directora de Recursos Humanos y dirigido al Agente

del Ministerio Público adscrito a la Dirección de

Control, donde se informa que la destitución del

empleo de la actora, surtirá efectos a partir del día

diecinueve de mayo de dos mil veintiuno.ao

8.4 Normas aplicables

Por otra parte, se precisa que, aquellas prestaciones

que resulten p'rocedentes se calcularán con fundamento en lo
dispuesto por la LSEGSOCSPEM, LSSPEM y

LsERclvlLEM, por así haber sido reclamadas, pero además

Çon sustento en lo dispuesto por la LSSPEM, que en su

artículo 105 que establece:

Artículo 105.- Las lnstitr¡ciones de seguridad pública deberán
garantizar, al menos las prestaciones previstas como mínimas
para los trabajadores al servicio del Estado de Morelos y
generarán de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus
presupuestos, una normatividad de régimen complementario de
seguridad social y reconocimientos, de conformidad con lo previsto en
el artículo 123, apartado B, fracción Xlll, tercer párrafo, de la
Constitución General.
Las controversias que se generen con motivo de las prestaciones de
seguridad social serán competencia del rribunal contencioso
Administrativo.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

liy¡tLgþ I lojas 670 deljuego de ccpias certificadas del procedimiento administrativo
VGyAI/DC/045t2A2A
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Como se desprende del precepto anterior, los

miembros de instituciones de seguridad pública tendrán

derecho al menos a las prestaciones previstas como mínimas

para los trabajadores al servicio del Estado de Morelos; en

esa tesitura, la ley que así las establece es la LSERCIVILEM,

pues en su artículo primero dispone:

Artículo 1.- La presente Ley es de observancia general y obligatoria
para el Gobierno Estatal y los Municipios del Estado de Morelos y
tiene por objeto determinar los derechos y obligaciones de |os
trabajadores a su servicio...

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

8.5 lndemnizaciones

El pago de indemnización por concepto de tres meses de

salario y de veinte dias por cada año de prestación de

servicios, ês procedente en base a los argumentos y

sustentos citados con antelación.

La indemnización tres meses de salario, es el

siguiente salvo error u omisión de carácter aritmético y que

asciende a la cantidad de      

   1OO

M.N.) que deviene de la siguiente operación:

Ahora bien, para el pago de la indemnización de veinte

días por cada año laborado tenemos que, del primero de

noviernbre de dos mil trece al primero de noviembre de
61
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dos mil veinte, da un total de siete años de prestación de

servicios y del dos de noviembre de dos mir veinte al

diecinueve de mayo dos mil veintiuno son ciento noventa

y ocho díasal.

Es así que el tiempo qrJe prestó sus servicios la parte

actora para las demandadas fue por siete años con ciento

noventa y ocho días.

Para obtener el proporcional de los ciento noventa y

ocho días, primero se saca el proporcional diario de 20 días

por año, se divide 20 (días x año) entre 365 (días al año) y

obtenemos el número 0.054794 como proporcionar drario.

Acto seguido se multiplica el salario diario a razón de

     

M. N. por 198 días (periodo proporcional) por O.OS4Tï4

(proporcional diario de indemnización equivalente a 20 días

por año), dando el monto de   
    

MN)

En tanto por los siete años, se multiplican el salario

diario por veinte días y después por los siete años, resultando

    
    

Cantidades que sumadas, salvo error u omisión

asciende a    

ot Los periodos de los meses se tcman por treinta días, ya que las percepciones son
quincenales.
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  /100 M.N.) y que deriva

de las siguientes operaciones:

SUBTOTAL

x20 x7

 x 198 x 0.054794

8.6 Remunerac¡ones dejadas de percibir

El demandante reclama el pago de las

remuneraciones dejadas de percibir desde la separación

hasta que se cubran en su totalidad.

Lo anterior resulta procedente en términos del artículo

123 apartado B, fracción Xlll, de la Constitucion Palítica de

/os Esfados Unidos Mexicanos antes trascrito que dispone,

que en caso de que la remoción haya sido injustificada el

Estado sólo estará obligado a pagar las prestaciones a que

tenga derecho, entre ellas las remuneraciones que debió

percibir diariamente. Situación que también tiene sustento en

los criterios jurisprudenciales previamente citados, pero solo

hasta que sea cubierta dicha prestación.

Procediendo a cuantíficarse del diecinueve de mayo

de dos mil veintiuno hasta el treinta y uno de enero de

dos mil veintitrés por el momento, dejando a salvo aquellas

que se sigan generando, hasta que se realice el pago

correspondiente; para lo cual se determina que durante dicho
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periodo han trqseufl"id@,qffimm,SfrË*,ffig{,#å
de con'formidad a la siguiente taþla:

Po r e{le hb o rånenff fffilffir *ffiíägr'tnu{Sli'ea rse

pot el safarb e,u6* ffi 'æetrre a b'rgl6¡p,¡969,6

    . "y

  M.N.), y los doce días se deben

multiplicar por et sþ*ar.îo trdd4è de  
    11010 M.N.), dando un

resultado     

   +00 M.N.); y dera suma de éstos arroja

et totat de    y
   rm pESrys 32t100

M.N.), eonro se colþe oe la sÞFuiente operábiðn,'balvo eiror u
om i s iÕri i nvolt¡nta ricÍ dä cäl¡ffi åf,ittÌrétbo :

s.?- ffiie

ot 
El mes de mayo aunque se compone de treinta y un días, solo se contemplan treinta

ya que los pagos son quincenales.
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La parte actora reclama el pago de aguinaldo anual

correspondiente del periodo comprendido del primero de

enero al diecinueve de mayo de dos mil veintiuno y, que

deberá actualizarse por todo el tiempo que dure el juicio.

A la autoridad demandada se le tuvo por no

contestada la demanda. En el presente asunto no obra

constancia de pago del periodo reclamado del año dos mil

veintiuno.

Es así que, esta prestación se seguirá generando

hasta que se cubra el pago correspondiente, de conformidad

al criterio jurisprudencia antes impreso con número de

registro 2013686.

Ahora bien, el artículo 4243 primer párrafo de la

LSERCIV¡LEM antes referido, establece que los trabajadores

al servicio del Gobierno del Estado o de los Municipios,

tendrán derecho a un aguinaldo anual de noventa días de

salario, con la única restricción para los trabajadores que

hayan laborado sólo una parte del año, quienes tendrán

derecho a la parte proporcional.

Entonces se procede a la cuantificación del aguinaldo

del primero de enero de dos mil veintiuno al treinta y uno

de enero de dos mil veintitrés, dejándose a salvo aquellos

o3 AÉículo *42.- Los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado o de los Municipios,
tendrán derecho a un aguinaldo anual de 90 días de salario. El aguinaldo estará
comprendido en el presupuesto anual de egresos y se pagará en dos partes iguales, la
prirnera a más tardar el 15 de diciembre y la segunda a más tardar el 15 de enero del año
siguiente. Aquéllos que hubieren laborado una parte del año, tendrán derecho a recibir la
parte proporcionalde acuerdo con eltiempo laborado.
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que se sigan generando al pago correspondiente de esta

prestación. Determinando que se adeudan un total de

setecientos sesenta días, como se desprende de la

siguiente tabla:

Para obtener el proporcional diario de aguinaldo se

divide 90 (días de aguinaldo al año) entre 365 (días al año) y

obtenemos el número 0.246575 como aguinaldo diario (se

utilizan 6 posiciones decimales a fin de obtener la mayor
precisión posible en las operaciones aritméticas).

Acto seguído se multiplica el salario diario a razón de

    00

M.N.), por 760 días (periodo de condena antes determinado)

por 0.246575 (proporcional diario de aguinaldo).

cantidad que salvo eFror u omisiiéh de carácter

aritmético asciende a    

   M.N.),

lo que deriva de la siguiente operación:

8.8 Vacaciones y Prima Vacacional

Enero a öieiêrÊbie

TOTAL
Enero
2023

760
30

36ã

760X0.246575
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EI actor reclamó el pago de la cantidad que resulte por

concepto de vacaciones y prima vacacional del primero de

enero al diecinueve de mayo de dos mil veintiuno y que

deberá aclualizarse por todo el tiempo que dure el juicio.

A la autoridad demandada se le tuvo por no

contestada la demanda. En el presente asunto no obra

constancia de pago del periodo reclamado del año dos mil

veintiuno

Por cuanto a las vacaciones y prima vacacional le

corresponden a la parte actora de conformidad al ar1ículo 33

y 34 de la LSERCIVILEM* dos períodos anuales de

vacaciones de diez días hábiles cada uno y el 25% sobre las

percepciones que les corresponda como prima vacacional.

En esa tesitura, el tiempo a considerar por vacaciones

será del primero de enero de dos mil veintiuno al treinta y

uno de enero de dos mil veintitrés.

Estas prestaciones se deberán otorgar por todo el

tiempo que dure el presente juicio hasta que se realice el

pago correspondiente de las prestaciones en estudio, porque

como se dijo con antelación deberá resarcirse a la parte

actora cubriéndole todas las percepciones a que tenía

* Artícu¡o 33.- Los trabajadores que tengan más de seis meses de servicios in-

interrumpidos disfrutarán de dos períodos anuales de vacaciones de diez días hábiles

cada uno, en las fechas en que se señalen para ese efecto, pero en todo caso se dejarán

guardias para la tramitación de los asuntos urgentes, para las que se utilizarán de

preferencia los servicios de quienes no tienen derecho a vacaciones.

Artículo 34.- Los trabajadores tienen derecho a una prima no menor del veinticinco por

ciento sobre los salarios que les correspondan durante elperíodo vacacional.
67
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derecho y en términos del cr:iterio jurisprudencial con número

de registro 2013686.

Determinando que se adeudan un totar de setecientos
sesenta días, como se desprende de la tabla que se elaboró

para el calculó de aguinaldo.

Ahora se obtiene el proporcional diario de vacaciones

para lo cual se divide 20 (días de vacaciones al año) entre

365 (días al año) de lo que resulta er varor 0.054794 (se

utilizan 6 posiciones decimales a fin de obtener la mayor

precisión posible en las operaciones aritméticas).

Para conocer el número de días de vacaciones, se

multiplica el periodo de condena setecientos sesenta días,
por el proporcional diario de vacaciones o.0s47g4, dando

como resultado 41.64 días de vacaciones, y este numeral se

multiplica por la remuneración diaria de 
    1100 M.N.),

dando la cantidad de      
   1100 ù1.N.) que deberá

cubrirse a la parte actora por dicho periodo, quedando a

salvo aquellas que se sigan generando hasta que se realice

el pago correspondiente de la prestación en análisis. Ello en

base a las siguientes operaciones aritméticas:

Tota I

Vacaciones

CONCEPTO

.11 .64 X  

760X0 Q54794= 41.64 d ías

OB.E.RACIO ,ES
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Para obtener la Prima Vacacional a esta cantidad se le

calcula el proporcional del 250/0, dando como resultado la

cantidad de     

1100 M.N.) como resultado de la siguiente

operación:

. OPERACIONES

  X.25

CONCEPTO

8.9 Remuneraciones devengadas

El actor no reclama el pago remuneraciones

devengadas; sin embargo, aduce que su último pago fue la

primea quincena de mayo de dos mil veintiuno; es entonces

que se le adeuda del dieciséis al dieciocho de mayo de

dos mil veintiuno, porque el día diecinueve de ese mismo

mes y año ya fue considerado en las percepciones que dejó

de percibir.

Por tanto, es procedente se le cubra al actor, cantidad

que asciende a    
    , como se puede

visualizar de la siguiente operación, salvo error u omisión de

carácter aritmético:
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8.10 Reconocimiento de Antigüedad

El actor reclama el reconocimiento de la antigüedad

efectiva incluyendo el tiempo que se utilice en este

procedimiento, hasta su total solución por consiguiente la

expedición de la constancia respectiva.

En ese tenor, se condena a la demandada a la

entrega de la Hoja de servicios, las cuales tienen sustento en

la LSEGSOCSPEM que en su artículo '15, fracción r, inciso

b)os de lo cual se desprende el derecho de ra parte actora a

su obtención; la que deberá ser exhibida ante esta autoridad

y expedida por la autoridad competente en términos del

precepto legal antes indicado.

En la inteligencia que la Hoja de servicios deberá

cubrir únicamente el periodo comprendido del primero de

noviembre de dos mil trece al diecinueve de mayo de dos

mil veintiuno (fecha de la terminación de la relación

administrativa); sin que sea procedente se abarque el periodo

en que la actora fue separada y dure el presente juicio,

porque dicha documental en base al artículo previamente

establecido así como el 160' y 1To7 de la LSEGSOCSPEM,

ot Artículo 15.- Para solicitar las pensiones referidas en este Capltulo, se requiere
solicitud por escrito acompañada de la siguiente documentación:
l,- Para elcaso de pensión porJubilación o cesantía en Edad Avanzada:
a).- Copia certificada del acta de nacimiento expedida por el Oficial del Registro Civil
correspondiente;
b).- Hoja de servicios expedida por el servidor público competente de la lnstitución
que corresponda;
,'.^,

*o Artículo 16'' La pensión por Jubilación de los sujetos de la Ley, se determinará de
acuerdo con los porcentajes de la tabla siguiente:
l.- Para los Varones:
a).- Con 30 años de seryicio 1AA%:
b).- Con 29 años de servicio gS%;
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tiene como fin el reconocimiento de un periodo de prestación

de servicios efectivos, para que sea tomado en cuenta y

c).- Con 28 años de servicio 90%; :

d).- Con 27 años de servicio B5%;
e).- Con 26 años de servicio B0%;
f).- Con 25 años de servicio 75%;
g).- Con 24 años de servicio 70%;
h).- Con 23 años de servicio 65%;
i).- Con 22 años de servicio 60%;
j).- Con 21 años de servício 55%; y
k).- Con 20 años de servicio 50%.
ll.- Para las mujeres:
a).- Con 28 años de servicio 100%,
b).- Con 27 años de servicio 950/0,

c).- Con 26 años de servicio 90%;
d).- Con 25 años de servicio 85%;
e).- Con 24 años de servicio 80%;
f).- Con 23 años de servicio 75%,
g).- Con 22 años de servicio 70%;
h).- Con 21 años de servicio 65%;
i).- Con 20 años de servicio 60%;
j).- Con 19 años de servicio 55%; y
k).- Con 18 años de servicio 50%.
Para disfrutar de esta prestación la antigüedad puede ser interrumpida o ininterrumpida.
Y para efectos de computar la antigüedad, deberán considerarse los años de servicio
en alguna otra årea de la Administración Pública o de cualquiera de los Poderes del
Estado o Municipios, aun cuando la relación haya sido de carácter burocrática, al amparo
de la Ley del Servicio Civildel Estado de Morelos.
Para recibir esta pensión no se requiere edad determinada.
El monto de la pensión mensual a que se refiere este artículo, en ningún caso podrá
ser inferior al equivalente de 40 veces el salario mínimo general vigente en la Entidad.
En todos los casos estarán sujetos a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 24
de esta Ley.

ot Artículo 17.-l-:a pensión por Cesantia en Edad Avanzada se otorgará al sujeto de la
ley que, habiendo cumplido cuando menos cincuenta y cinco años de edad, se separe
voluntariamente de su función o quede separado de la misma, siempre que hubiere
prestado por lo menos 10 años de servicio.
La pensión se calculará aplicando los porcentajes siguientes:

a).- Por diez años de servicio 50%;
b).- Por once años de servicio 55%;
c).- Por doce años de servicio 60%;
d).- Por trece años de servicio 65%;
e).- Por catorce años de servicio 70%; y
f).- Por quince años o más de servicio 75%.

Para disfrutar de esta prestación la antiguedad puede ser interrumpida o ininterrumpida.
Y para efectos de computar Ia antigüedad, deberån considerarse los años de servicio
en alguna otra área de la Administración Pública o de cualquiera de los Poderes del
Estado o Municipios, aun cuando là relación haya sido de carácter burocrática, al amparo
de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos.
El monto de la pensión mensual a que se refiere este artículo, en nlngún caso podrá
ser inferior al equivalente de 40 veces el Salario Mínimo General Vigente en la
Entidad.
En todos los casos estarán sujetos a lo dispuesto por el primer párrafo, del artÍculo 24
de esta Ley. 
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obtener el beneficio de una pensión por jubiración o por

cesantía en edad avanzada, es decir por años de servicios

realmente prestados que representan el desgaste laboral que

tuvo el interesado, por ende el derecho a esa prestación de

seguridad social.

8.11 Seguridad Social

El actor demanda el pago de cuotas al lnstituto

Mexicano del seguro social, AFORE y aportaciones ante el

lnstituto de crédito para los Trabajadores al servicio del

Gobierno del Estado; por.todo el tiçmpo gr.Je dure er presqnte

iVicio.

Al respecto, debe decirse que, si existe obligación de

propol"cionar seguridad y previsión social, por ende, la
afiliación a un sistema principal de seguridad social, como

son el lnstituto Mexicano del Seguro Social o el lnstituto de

seguridad y servicios sociales de los Trabajadores del

Estado, así como al lnstituto de los Trabajadores al servicio

del Gobierno del Estado; y estas nacen de los artícuros 148, 4

fracción l, lloe, 5to de la LSEGSOGSPEM.

at Artículo 1.- La presente Ley tiene por objeto normar las prestaciones de seguridad
social gue corresponden a los miembros de las lnstituciones Policiales y de
ProcuraciÓn De Justicia detallados en el artfculo 2 de esta Ley, los cuales åstán
sujetos a una relación administrativa, con el fin de garantizartés el derecho a la
salud, la asistencia médica, los servicios sociates, ãsl como del otorgamiento de
pensiones, previo cuniplirniento de los requisitos iegales.

ió Artículo 4.- A los sujetos de ra presente Ley, en términos de la misma, se les
otorgarán las siguientes prestaciones:
l.- La afiliación a un sistema principal de seguridad social, como son el lnstituto
Mexicano del Seguro Social o el lnstituto de Seguridad y $ervicios Sociales de los
Trabajadores del Estado;
ll.- El acceso a créditos para obtener vivienda;
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Por tanto, son procedentes las prestaciones

reclamadas, con las siguientes modalidades:

La exhibición de las constancias de inscripción de

seguridad social, es procedente porque de conformidad con

los adículos 4, fracción ltt, de la LSEGSOCSPEM, es

obligación de las instituciones obligadas afiliar a sus

elementos de seguridad pública a un Sistema principal de

Segurídad Social; dentro de las cuales se encuentren

incluidas las apoftaciones para el pago del seguro de retiro,

cesantía en edad avanzada y vejez, cualquiera de esas

instituciones retiene para su entero a las Administradoras de

Fondos para el Retiro (AFORES).

Así, se establece que los miembros de las

lnstituciones Policiales y de Procuración de Justicia, se les

otorgará la prestación consistente en la afiliación a un

sistema principal de seguridad social; siendo clara en

disponer que ésta será ante el lnstituto Mexicano del

Seguro Social o el lnstituto de Seguridad y Servicios

Sociales de los Trabajadores del Estado; ello con el fin de

to Artículo 5.- Las prestaciones, segL¡ros y servicios citados en el artículo que

antecede, estarán a cargo de las respectivas lnstituciones Obligadas Estatales o
Municipales, y se cubrirán de manera directa cuando asi proceda y no sea con base
en aportaciones de los sujetos de la Ley, mismo caso para los sistemas principales de

seguridad social a través de las lnstituciones que para cada caso proceda, tales como
el lnstituto Mexicano del Seguro Social, el lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, o el lnstituto de Crédito para los Trabajadores al

Servicio delGobierno del Estado de Morélos, entre otras.
sl Artículo 4.- A los sujetos de la presente Ley, en términos de la misma, se les

otorgarán las siguientes prestaciones:
l.- La afiliación a un sistema principal de seguridad social, como son el lnstituto
Mexicano del Seguro Social o el lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado;
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garantizarles el derecho a la salud, la asistencia médica, [os

servicios sociales, así como el otorgamiento de pensiones,

previo cumplimiento de los requisitos legales.

En relación con lo anterior, cabe destacar que en el

supuesto de que no se hayan realizado los convenios

respectivos con alguna de las citadas instituciones de

seguridad social, no es responsabilidad del actor y por lo cual

no pueda ser afectado por una omisión de la demanda.

En mérito de lo analizado; se condena a las autoridad

demandada, para que exhiba las constancias que acrediten

la inscripción del actor en un régimen de seguridad social,

esto es, en el lnstituto Mexicano der seguro social o el

lnstituto de seguridad y servicios sociales de los
Trabajadores del Estado, cg.[no ro recf.a.ma la actora a partir

de la separación d ecinueve de mavo de d mil veintiu o

por ser parte de resarcimiento ante una separación no legal,

hasta que se dé cumplimiento a esta prestación.

Asimismo, de conformidad en los artícuros 7752, gg53,

14954,30455, 304 A, fracción lls6, de la Ley del segu ro socÌal; 22sj ,

52 "Artículo 77. El patrón que estando obligado a asegurar a sus trabajadores contra riesgos de
trabajo no lo hiciera, deberá enterar al lnstituto, en calo de que ocura el siniestro, tos caiitales
constitutivos de las prestaciones en dinero y en especie, de äonformidad con to oispuestó ån ìapresente Ley, sin perjuicio de que el lnstituto otorglue desde luego las prestaciones a quà náya
lugar.
La misma regla se observará cuando el patrón asegure a sus trabajadores en forma tal que sedisminuyan las preslaciones a que los 

'trabajadorãé 
aseguraJór ãìur beneficiarios tuvieranderecho, limitándose los capitales constituúvos, en 
"rté 

caso, a l" srma necesaria para
completar las prestacioneslorespondientes señaladas en la Ley.
Esta regla se aplicará hatáñdose-de recaídas por rie.Sgos de traúajo, con el mismo patrón con elque ocurrió el riesgo o con otro distinto.
Los avisos de ingreso.o alta de los trabajadores asegurados y los de modificaciones de susalario, entregados al lnstituto después de ocurrido ei siniestró, en ningún caso tioÀrai¿n atpatrón de la obligación de pagar los capitales constitutivos, aun cuando lo-s hubiese t;;r;;trd"dentro de los plazos que señalan los artículos '1 5 fraccibn t y ei rracciones I a lll de esteordenamiento legal.
Ël lnstituto determinará el monto de los capitales constitutivos y los hará efectivos, en la forma ytérminos previstos en esta Ley y sus reglamentos.
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s3 "Artículo 88. El patrón es responsable de los daños y perjuicios que se causaren al
asegurado, a sus familiares derechohabientes o al lnstituto, cuando por incumplimiento de la
obligación de inscribirlo o dê avisar los salarios efectivos o los cambios de éstos, no pudieran
otorgarse las prestaciones en especie y en dinero del seguro de enfermedades y maternidad, o
bien cuando el subsidio a que tuvieran derecho se viera disminuido en su cuantÍa. El lnstituto,
se subrogará en los derechos de los derechohabientes y concederá las prestaciones
mencionadas en el párrafo anterior. En este caso, el patrón enterará al lnstituto el importe de los
capitales constitutivos. Dicho importe será deducible del monto de las cuotas obrero patronales
omitidas hasta esa fecha que correspondan al seguro de enfermedades y maternidad, del
trabajador de que se trate. Párrafo reformado DOF 20-12-2001 No procederá la determinación
del capital constitutivo, cuando el lnstituto otorgue a los derechohabientes las prestaciones en
especie y en dinero a que tengan derecho, siempre y cuando los avisos de ingreso o alta de los
trabajadores asegurados y los de modificaciones de su salario, hubiesen sido entregados al
lnstituto dentro de los plazos que señalan los artÍculos 15, fracción I y 34 de esta Ley."

ra Artículo 149. El patrón es responsable de los daños y perjulcios que se causaren al trabajador
o a sus familiares derechohabientes, cuando por falta de cumplimiento de la obligación de
inscribirlo o de avisar su salario real o los cambios que sufriera éste, no pudieran otorgarse las
prestaciones consignadas en este capítulo o bien dichas prestaciones se vieran disminuidas en
su cuantia.
El lnstituto se subrogará en sus derechos y le otorgará las prestaciones que le correspondan.
En este caso, el patrón está obligado a enterar al lnstituto los capitales constitutivos respectivos.
Las disposiciones del artículo 79 de esta Ley y demás relativas para la integración,
determinación y cobro de los capitales constitutivos son aplicables al seguro de invalidez y vida.

5s "Artículo 304. Cuando los patrones y demás sujetos obligados realicen actos u omisiones, que
impliquen el incumplimiento del pago de los conceptos fìscales que establece el articulo 287,
serán sancionados con multa del cuarenta al cien por ciento del concepto omitido."

56 "Artículo 304 A. Son infracciones a esta Ley y a sus reglamentos, los actos u omisiones del
patrón o sujeto obligado que se enumeran a continuación:
ll. No inscribir a sus trabajadores ante el lnstituto o hacerlo en forma extemporánea;"
57 "Artículo 22. Cuando las Dependencias y Entidades sujetas a los regímenes de esta Ley no
enteren las Cuotas, Aportaciones y Descuentos dentro del plazo establecido, deberán cubrir a
partir de la fecha en que éstas se hicieren exigibles en favor del lnstituto o, tratándose del
seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, en favor del Trabajador, intereses
moratorios a razon de uno punio veinticinco veces la tasa de los CertiTìcados de la Tesorería de
la Federación con vencimiento a veintiocho días. Asimismo, deberán cubrir la actualización de
dichas Cuotas, Aportaciones y Descuentos, en los términos establecidos en el Código Fiscal de
la Federación.
Los titulares de las Dependencias y Entidades, sus oficiales mayores o equivalentes, y los
servidores públicos encargados de realizar las retenciones y Descuentos serán responsables en
los términos de Ley, de los actos y omisiones que resulten en perjuicio de la Dependencia o
Entidad para la que laboren, del lnstituto, de los Trabajadores o Pensionados,
independientemente de la responsabilidad civil, penal o administrativa en que incurran.
Las omisiones y diferencias que resultaren con motivo de los pagos efectuados, el lnstituto las
notifìcará a las Dependencias y Entidades, debiendo éstas efectuar la aclaración o el pago,
dentro de los diez días håbiles siguientes a la fecha de la notifìcación, en caso contrario,
deberán pagar la actualización y recargos a que se refìere este artículo.
Las Dependencias y Entidades mencionadas en este artículo tendrán un plazo de diez días
hábiles a partir del requerimiento formulado por el lnstituto, para realizar ante el lnstituto las
aclaraciones correspondientes.
Posteriormente, el lnstituto requerirá a la Tesorería de la Federación, los pagos
correspondíentes por los adeudos vencidos que tengan las Dependencias y Entidades con
cargo a su presupuesto. La señalada Tesoreria deberá comprobar la procedencia del adeudo y
en su caso, hacer el entero correspondiente al Instituto en un plazo no mayor de cinco días
hábiles.
En el caso de los adeudos de las Entidades Federativas, de los municipios, o de sus
Dependencias o Entidades, se podrá hacer el cargo directamente a las participaciones y
transferencias federales de dichas Entidades Federativas,
En ningún caso se autorizará la condonación de adeudos por concepto de Cuotas, Aportaciones
y Descuentos, su actualización y recargos."
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25258, 2535e y 25460 y 99 de la Ley det tnstituto de Seguridad y

servicios soc¡a/es para las Trabajadores del Estado; en el

caso de que las responsables no hubiesen afiliado al

demandante ante una institución de seguridad sociar, no

implica que no pueda gozar de la seguridad social, ya que al

tener el carácter de trabajador sujeto de una relación

administrativa, debe gozar de tal beneficio; máxime que el

legislador federal doté al instituto de facultades de

fiscalización para determinar la existencia, contenido y

alcance de las obligaciones incumplidas por los patrones y

demás sujetos obligados y, en su caso, determinar y hacer

efectivo el monto de los capitales constitutivos en los

términos de la misma legislación.

De constancias que obran en autos se observa que la

actora ha gozado de seguridad social a cargo del lnstituto

Mexicano del Seguro Social61, será dicho organismo el que

deberá constreñir a la responsable a pagar de manera

reclamadas las cuotas y aportaciones de seguridad social

que correspondan, en los términos y bajo los procedimientos

que al efecto establezca su legislación; en tanto el instituto

s8 'Artículo 252. Los servidores públicos de las Dependencias y Entidades, que dejen de cumplir
con alguna de las obligaciones que les impone esta Ley, serán responsables en los términos de
las disposiciones aplicables."

5e "Artíoulo 253. El lnstituto tomará las medidas pertinentes en contra de quienes indebidamente
aprovechen o hagan uso de los derechos o beneficios establecidos por esta Ley, y ejercitará
ante las autoridades competentes las acciones que correspondan; presentando las denúncias o
querellas, y realizará todos los aclos y gestiones que legalmente procedan, así como contra
quien cause daños o perjuicios a su patrímonio o trate de realizar cualquiera de los actos
anteriormente enunciados."

ó0 "Artículo 254. La interpretación de los preceptos de esta Ley, para efectos administrativos,
corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito público."
"' Visible a fojas 187 , 218,221,2?2 y 23T detjuego de copias certificadas det
procedimiento administrativo VGyAI lDQl04Sl2020.

76



T]A
TRIBUNAL DE JUSTTCIA ADMINISTRAT]VA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJ A/5"S E RA/J RAE M-07 41 2021

respectivo deberá subrogarse y otorgar las prestaciones que

en derecho procedan.

Apoya esta determinación el siguiente criterio federal

SEGURIDAD SOCIAL. AL SER UN DERECHO HUMANO CUYO
CUMPLIMIENTO NO QUEDA A LA VOLUNTAD DE LAS PARTES,
EL TNSTTTUTO MEXTCANO DEL SEGURO SOCTAL (|MSS) DEBE
SUBROGARSE Y OTORGAR LAS PRESTACIONES QUE
CORRESPONDAN A LOS DERECHOHABIENTES DE UN
TRABAJADOR FALLECIDO QUE NO FUE DADO DE ALTA EN EL
RÉcrMEN oBLtcAToRto, así cotvlo DETERMTNAR Los
cAPITALES coNST¡TUTIVoS A cARGo DEL PATRÓN oMISo.U'

Hechos: Una viuda y sus dos hijos demandaron del lnstituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) el otorgamiento de una pensión
por viudez y orfandad, respectivamente. Como argumentos de su
petición, señalaron que el fallecido tenía la calidad de trabajador al
perder la vida, motivo por el que debía gozæ del derecho a la
seguridad social en términos de la Ley del Seguro Social. El citado
instituto opuso Ia excepción de improcedencia de la acción, bajo el
razonamiento de que al momento en que el trabajador falleció no
estaba registrado en el régimen obligatorio y el periodo de
conservación de derechos había fenecido, Por su parte, la Junta
determinó procedente esa postura defensiva. Contra esa
determinación los actores promovieron juicio de amparo directo.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que al
ser la seguridad social un derecho humano cuyo cumplimiento
no queda a la voluntad de las partes, el Instituto Mexicano del
Seguro Social debe subrogarse y otorgar las prestaciones que
correspondan a los familiares de un trabajador fallecido que no
fue dado de alta en el régimen obligatorio, así como determinar
los capitales constitutivos a cargo del patrón omiso.

Justificación: Lo anterior es así, pues las obligaciones derivadas de la
seguridad social no quedan a voluntad de las partes, ni son
negociables, y es obligación del Estado velar por su observancia, de
conformidad con el tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que todas las
autoridades deben promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos, así como prevenir, investigar, sancionar y
reparar las violaciones a los mismos; además, en términos del
artículo 123, aparlado A, fracción XXIX, de la propia Constitución, la
Ley del Seguro Social es de utilidad pública. Por su parte, de los
artículos 84, 96 y 181 de Ia Ley del Seguro Social derogada y 77, 88
y 149 de la vigente, se advierte que en caso de que un patrón

62 Registro digital: 2023881. lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Undécima
Epoca. Materias(s): Constitucional, Laboral. Tesis: XVll.1o.C.T.1 L (11a.). Fuente:
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Noviembre de 2021, Tomo
lV. Página 3412.Tipo: Aislada
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incumpla con su obligación de inscribir a un trabajador en el
régimen obligatorio y suceda su muerte, el aludido instituto
debe subrogarse y otorgar las prestaciones que te correspondan
a su familia, mientras que el patrón está obligado a enterar los
capitales constitutivos respectivos. De ahí que el hecho de que
una persona no esté dada de alta en el régimen obligatorio no implica
que no pueda gazar de la seguridad social por haber precluido el
periodo de conservación de derechos, ya que al tener el carácter
de trabajador, debe gozar de tal beneficio; máxime que el
legislador federal dotó al instituto de,facultades de fiscalización
para determinar la existencia, contenido y alcance de las
obligaciones incumplidas por los patrones y demás sujetos
obligados y, en su caso, determinar y hacer efectivo el monto de
los capitales const¡tut¡vos en los términos de la misma
legislación.

(Lo resaltado no es origen)

Tocante a la reclamación vinculadas al de credito para

los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado de

Morelos, también será obligatoria a partir der diecinueve de

mayo de dos m¡l veintiuno hasta la se exhiban las

constancias relativas, en términos de sus artícuros 563 y 276a

de la LSEGsocsPEM. Por lo anterior se condena a la

exhibición de pago de las aportac¡ones patronales y cuotas

del demandante6s.

t' Artículo 5.- Las prestaciones, seguros y servicios citados en el artículo que
antecede, estarán a cargo de las respectivas lnstituciones Obligadas Estatales o
Municipales, y se cubrírán de manera directa cuando así proceda y no sea conbase
en aportaciones de los sujetos de la Ley, mismo caso para los sistemas principales
de seguridad social a través de las lnstituciones que para cada caso proceda, tales
como el lnstituto Mexicano del Seguro Social, el lnstituto de $eguridad y Servicios
sociales de los Trabajadores del Estado, o el Instituto de crédito para los
Trabajadores al servicio del Gobierno del Estado de Morelos, entre otras.
6a Artículo 27. Los sujetos de la Ley podrán disfrutar de los servicios que brinda el
lnstituto de Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado, quien
otorgará todas las facilidades y promoverå con las lnstituciones Obligadas los
Convenios de lncorporación necesarios, para que puedan acceder efectivamänte a los
beneficios que otorga.

ut L"y del lnstituto de Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del
Estado de Morelos
Artículo *3. Para efectos de la presente Ley se entenderá por:

Xll. Ente obligado, al ente instituci¡nal incorporado conforme lo establece el artículo
25 de la presente Ley, y obligado a enterar las aportaciones, así como a retener a los
afiliados las cuotas y los pagos de las amortizaciones respecto de los créditos
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Son procedentes las prestaciones reclamadas, por

todo el tiempo que dure el presente juicio hasta la exhibición

de las constancias relativas, porque como se dijo con

antelación deberá resarcirse a la parte actora cubriéndole

todas las prestaciones a que tenía derecho.

8.12 Deducciones legales

La autoridad demandada tiene la posibilidad de

aplicar las deducciones que procedan y que la ley les obligue

hacer al momento de efectuar el pago de las prestaciones

que resultaron procedentes; ello tiene apoyo en el siguiente

criterio jurisprudencial aplicado por similitud:

DEDUccToNES LEGALES. LA AUToRTDAD LABoRAL No esrÁ
oBLIGADA A ESTABLECERLAS EN EL LAUDo.66

No constituye ilegalidad alguna la omisión en la que incurre Ia

autoridad que conoce de un luicio laboral, al no establecer en el laudo
las deducciones que por ley pudieran corresponder a las prestaciones
respecto de las que decrete condena, en virtud de que no existe
disposición legal que así se lo imponga, y como tales deducciones no
quedan al arbitrio del juzgador, sino derivan de la ley que en cada
caso las establezca, la parte condenada está en posibilidad de
aplicar las que procedan al hacer el pago de las cantidades
respecto de las que se decretó condena en su contra conforme a

la ley o leyes aplicables, sin necesidad de que la autoridad
responsable las señale o precise expresamente en su resolución.

(Lo resultado fue hecho por este Tribunal)

De ahí que, corresponde a la autoridad demandada y

a las que deban participar de los actos de ejecución del

otorgados, enterando dichos conceptos para que el afiliado reciba los beneficios que

el lnstituto otorga;

tu Época: Novena Época; Registro: 19740Q lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación

y su Gaceta; Tomo Vl, Noviembre de 1997; Materia(s): Laboral; Tesis: l.7o.T. J/16,

Página: 346.
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presente fallo, calcular y realizar las deducciones y

retenciones, incluyendo los impuestos y en su caso

retenciones derivadas de las lnstituciones de seguridad social

y del lnstituto de Crédito de los Trabajadores al servicio del

Gobierno del Estado de Morelos (ICTSGEM) que

correspondan de conformidad con la normativa vigente.

8.16 Registro del fallo

Consecuentemente, al haberse declarado la nulidad

lisa y llana del acto impugnado es procedente dejar sín

efectos las çonsecuencias que derivaron del mismo; por lo

tanto, corresponde a la autoridad demandada de

conformidad con el artículo 150 segundo párrafo67 de la

LSSPEM, el cual señala que la autoridad que conozca de

cualquier auto de procesamiento, sentencia condenatoria o

absolutoria, sanción administrativa o resorución que

modifique, confírme o revoque dichos actos, notificará

inmediatamente al Centro Estatal de Análisis de lnformación

sobre seguridad Pública, quien a su vez ro notificará al

Registro Nacional del Personal de seguridad pública, lo

siguiente:

a). Realizar las gestiones necesarias para que se

efectúe la anotación correspondiente a la nulidad lisa y llana

67 AÉículo 150.- El Centro Estatal tendrá a su cargo la inscripción y actualización de
los integrantes de las instituciones de seguridad púOl¡ca en el Registro Nacional del
Personal de Seguridad Pública de conform'idad con lo dispuesto en ta Ley General.
Çuando a los integrantes de las instituciones de seguridäd pública, o auxiliares de la
seguridad pública se les dicte cualquier auto de procesamiento, sentencia
condenatoria o absolutoria, sanción administrativa o resolución que' modifíquà,
confirme o revoque dichos actos. la autoridad que conozca del cåso reupeciiuò
notificará inmediatamente al Centro Estatal quien a su vez lo notificará al Registro
Nacional. Lo cual se dará a conocer en sesión de Consejo Estatal a través del
Secretariado Ejecutivo.
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de que ha sido objeto el acto impugnado ante el Registro

Estatal y Nacional de Personal de Seguridad Pública.

b). lntegrar copia certificada de la presente resolución

al expediente personal de la actora.

Con lo anterior quedan atendidas las pretensiones de

la parte actora cuando indicó que, como consecuencia de la

ilegalidad de la resolución se inscriba en la Plataforma

Nacional de Seguridad Pública que fue dada de baja de

manera injustificada y que se realice la inscripción en su

expediente laboral.

8.14 Cumplimiento

Se concede a la autoridad demandada Consejo de

Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado de

Morelos, un término de diez días para que den cumplimiento

voluntario a lo ordenado en el presente fallo, una vez que

cause ejecutoria; apercibido que, de no hacerlo así, se

procederá a.la ejecución forzosa en términos de lo dispuesto

por los artículos 90tt y 915e de la LJUSTICIAADMVAEM; así

" A¡'tículo 90. Una vez notificada la sentencia, la autoridad demandada deberá darle
cumplimiento en la forma y términos previstos en la propia resolución, haciéndolo
saber a la Sala correspondiente dentro de un término no mayor de diez días. Si dentro
de dicho plazo la autoridad no cumpliese con la sentencia, la Sala, le requerirá para
que dentro del término de veinticuatro horas cumplimente el fallo, apercibida que, de
no hacerlo asi, sin causa justifìcada, se le impondrá una de las medidas de apremio
prevista en esta ley.

ut Artículo 91. Si a pesar del requerimiento y la aplicación de las medidas de apremio
la autoridad se niega a cumplir la sentencia del Tribunal y no existe justificación legal
para ello, el Magistrado instructor declarará que .el servidor público incurrió en
desacato, procediendo a su destitución e inhabilitación hasta por 6 años para
desempeñar cualquier otro empleo, cargo o comisión dentro del servicio público
estatalo munícipal.
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mismo, deberán proveer en la esfera de su competencia, todo

lo necesario para el eficaz cumplimiento de la presente

resolución.

A dicho cumplimiento están sujetas las autoridades

administrativas, que en razon de sus funciones deban

intervenir en el cumplimiento de esta sentencia.

Para mejor ilustración, se transcribe ra siguiente tesis
jurisprudencial:

AUToRIDADES No seÑntRoIs como RESPoNSABLES.
esrÁru oBLtcADAs A REALIZAR Los Acros ruecesÀruos
PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE
AMPARo. to

Aun cuando las autoridades no hayan sido designadas como
responsables en el juicio de garantías, pero en razón de sus
funciones deban tener intervención en er cumplimiento de la
ejecutoria de amparo, están obligadas arealizar, dentro de los límites
!e su competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento
íntegro y fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre vigencia
real y eficacia práctica.

La condena de las prestaciones que resultaron

procedentes, se hace con la salvedad de que se tendrán por

satisfechas, aquellas que dentro de la etapa de ejecucién la

En todo caso, la Sala procederá en la forma siguiente:
l. Si la ejecuciÓn consiste en la realización de un acto material, la Sala podrá
realizarlo, en rebeldía de la demandada;
ll. Si el acto sólo pudiere ser ejecutado por la autoridad demandada y esta tuviere
superior jerárquico, la sala requerirá a su superior para que ordene la
complementación de la resolución; apercibido que, de no hacerlo así, sin causa
justificada, se le impondrán las medidas de apremio previstas en esta ley;
lll. Si a pesar de los requerimientos al superior jerárquico, no ie lograre el
cumplimiento de la sentencia, y las medidas de apremio no resultaren eficãces, se
procederá en los términos del párrafo primero de este artículo, y
lV. Para el debido cumplimiento de las sentencias, el Tribunaipodrá hacer uso de la
fuerza pública.
Ningún expediente podrá ser archivado sin que se haya debidamente cumplimentado
la sentencia y publicado la versión publica en la Páginã de lnternet del Tribunal.
'" No. Registro: 172,605, Jurisprudencia, Materia(s): común, Novena Época, lnstancia:
Primera sala, Fuente: semanarío Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Mayo
de 2007, Tesis: 1a.|J.5712007, página: 144.
Tesis de jurisprudencta 5712007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal
en sesión de veinticinco de abril de dos mil siete.
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autoridad demanda acredite con pruebas documentales

fehacientes que en su momento fueron pagadas al actor.

Lo anterior, con la finalidad de respetar los principios

de congruencia y buena fe guardada que debe imperar entre

las partes, pues si las demandadas aportan elementos que

demuestren su cobertura anterior a las reclamaciones de la

parte actora, debe tenerse por satisfecha la condena

impuesta, pues de lo contrario se propiciaría un doble pago.

Lo cual guarda congruencia con lo establecido en el

artículo 715 del CPROCIVILEM de aplicación

complementaria a la LJUSTICIAADMVAEM., el cual en la
parte que interesa establece:

ARTICULO 715.- Oposición contra la ejecución forzosa. Contra la
ejecución de la sentencia y convenio judicial no se admitirá más
defensa que la de pago.,.

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los artículos 116 fracción V de la Constitucion

Política de /os Esfados Unidos Mexicanos, 109 bis de la
Constitución Política del Estada Libre y Soberano de Morelos',

los artículos 1, 18 inciso B fracción ll sub inciso l) y demás

relativos y aplicables de la LORGTJAEMO 1, 2 y 3, 85 y 86

de la LJUSTICIAADMVAEM se resuelve al tenor de los

siguientes:

9. EFECTOS DEL FALLO
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9.1 Se declara la ilqq.alidad. por endç. la Nulid,ad lis.a v

Llana del acto im qnado consiste en:

Resolución de fecha dieciocho de diciembre de dos

mil veinte, emitida por el CONSEJO DE HONOR y
JUSTICIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL

ESTADO DE MORELOS, en el procedimiento de

responsabilidad administrativa VGyAI/DC104512020,

mediante la cual se decretó la destitución de la

demandante.

9.2 Se condena a la autoridad al pago y cumplimiento

de los siguientes conceptos:

9.2.1

En la inteligencia que, se seguirá

actualización de aquellas prestaciones en

procedente hasta el pago correspondiente.

generando

las que

la

sea

9.2.2 Exhibición de las constancias de pago de las

cuotas al lnstituto Mexicano del'seguro sociar (rMSS),
84

TOTAL

Remuneraciones devengadas

Prìma vacacional

Vacaciones

Aguinaldo

Remuneraçión ordinaria diaria dejadas de percibir

lndemnización de 20 días por cada año I aborado

lndemnización Constitucional (tres meses)
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AFORE e lnstituto de crédito de los Trabajadores del Estado

de Morelos cuotas y aportaciones de conformidad a este fallo.

9.2.3 La entrega de ll-ojas de Servicios y la inscripción

de la presente sentencia con arreglo a la presente sentencia.

9.3 Es improcedente, en términos de la presente

resolución:
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9.3.4 "La reincorporación al cargo que

desempeñando la actora y el reconocimiento

antigüedad por el tiempo que dure el presente juicio.

venra

de la

9.4 Se concede a la autoridad demandada Consejo de

Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado de

Morelos, un término de diez días para que den cumplimiento

voluntario a lo ordenado en el presente fallo, una vez que

cause ejecutoria; apercibido que, de no hacerlo así, se

procederâ a la ejecución forzosa en términos de lo dispuesto

por los aftículos 90 y 91 de la LJUST¡CIAADMVAEM antes

referenciado; así mismo, deberán proveer en la esfera de su

competencia, todo lo necesario para el eficaz cumplimiento de

la presente resolución.

10. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal, ês competente para conocer y

resolver el presente asunto, en términos de lo expuesto en el

capítulo 4 del presente fallo.
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SEGUNDO. Se declara la ileqalidad. por e ,la
Nulldad. lis,a v l-hnp del acto impugnado consistente en la

resolución de fecha dieciocho de diciembre de dos mil

veinte, emitida por el CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA

DE LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE MORELOS.

en el procedimiento de responsabilidad administrativa

VGyAI/D C104512020.

TERCERO. Se condena a la autoridad demandada

consejo de Honor y Justicia de la Fiscalía General del Estado

de Morelos, al pago y cumplimiento de los conceptos

establecidos en el apartado 9.2 de la presente sentencia.

CUARTO. Son improcedentes las pretensiones de la
parte actora referidas en el apartado 9.3 de este fallo.

QUINTO. En su oportunidad, archívese el presente

asunto como definitivo y totalmente concluido.

10. NOTIFICACIONES

NOTIFíQUESE COMO LEGALMENTE CORRESPONDA.

11. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO

ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción;

MARIO CÓn¡eZ LOPEZ, Secretario de Estudio y Cuenta

habilitado en funciones de Magistrado de la Primera sala de
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lnstrucción71 ; Magistrado Doctor en Derecho JORGE

ALBERTO ESTRADA CUEVAS, Titular de la Tercera Sala

de lnstrucción; Magislpdo MANUEL.çARCíA eutNTANAR,

Titular de la cuarta sala EspecialQVdaen Responsabilidades

Administrativas, quien emite voto concurrente; y Magistrado

JOAQUíN ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, TitUIAr dE IA

Quinta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas, po presente asunto y quien emite

voto concurrente, términos Disposición Transitoria

Cuarta del decreto n ero 3448 por ue
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adicionan diversas dispo nes de la
se reforman y

Orgétnica del

Tribunal de Justicia AdmInt de Morelos y

de la Ley de Justicia Administrativa del Esfado de Morelos,

publicada en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número

5629 de fecha treinta y uno de agosto de dos mil dieciocho;

ante ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria General

de Acuerdos, quien autoriza y Ja fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.

MAGIST

GU RUZ
.",..i-:. -\ri+È)

TITULAR DE LA S DE INSÏRUCCION

la Sesión Extraordinaria número trece de fecha veintiuno de Junio de dos mil veintidós
87
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SECRETA G NERAL

ANABE CAPISTRÁN

ANABEL SALGADO CAPIST , Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal
de Justicia Administrativa d Estado de Morelos, CERTIFICA: que estas firmas
corresponden a la resolución emitida por este Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, en el expediente número TJA/SaSERA/JRAEM-07412021
promovido por  contra actos de GONS DE HONOR
JUSTICIA D E LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE MO qu
aprobada en Pleno de fecha dieciocho de enero de dos mil ve

AMRC

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULAN
MAGISTRADOS TITULARES DE LA CUARTA Y QUI

LOS
TA DE

LAS SALAS ESPECIALIZADAS EN RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ËSTADO DE MORELOS, MANUEL
GARCíA QUINTANAR Y JOAQUíN ROQUE GONZÁLEZ
CEREZO, RESPECTIVAMENTE; EN EL EXPEDIENTE
ruúurno rJA/SasERA/JRAEM-lr4t2021, pRoMovtDo
POR  EN CONTRA DEL
CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LA FISCALíA
GENERAL DEL ESTADO DE MORELOST2.

Los suscritos Magistrados compartimos en todas y cada una

de sus partes el proyecto presentado; sin embargo, en el

m¡smo se omite dar cumplimiento al últirno párrafo del artículo

89 último pârrafo73 de la Ley de Justicia Administrativa del

72 De conformidad al auto de admisión de siete de junio de dos mil veintiuno. De la foja
90ala97
7'ARtíCulo 8g.- Las sentencias deberán ocuparse

Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de las Autoridades
demandadas en sus actuaciones o por omisiones violaciones a la Ley Estatal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal
Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá dar vista a los órganos internos de control
correspondientes o a la Fiscalla Anticorrupción para que efectúen el análisis de
vista ordenada en la resolución y de ser viable realicen las investigacion
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Estado de Morelos, publicada el diecinueve de julio del dos

mil diecisiete, en el periódico oficial 5514, el cual establece

que en las sentencias que se dicten por este Tribunal, deben

indicar, si en su caso existió por parte de las autoridades

demandadas en sus acciones u omisiones, violación a lo

dispuesto por la Ley Estatal de Respons abitidades de /os

$ervidores Pubticos74, lo que se puso de conocimiento del

Pleno del rribunal para que se diera vista al Órgano lnterno

de Control y se efectuarán las investigaciones

correspondientes; obligación establecida en el artículo 49

fracción ll de la Ley General de Respons abilidades

AdministrativasTs .

Como se advierte del presente asunto existen

presuntas irregularidades cometidas por la conducta omisiva

observada de la autoridad demandada Consejo de Honor y

Justicia de la Fiscalía General del Estado de Morelos, ya

que como se advierte en el presente asunto no dio

contestación a la demanda entablada en su contra.

Omisión que provocó que en el expediente número

TJA/SaSERA/JRAE[VT.07412021 ; mediante acuerdo de fecha

correspondientes debiendo de informar el resultado de las mismas al Tribunal de
Justicia Administrativa.

74 Aqtualmente Ley de. Respons,abilidades Adminjslrativas,pgre-el Estado de Morelqs,
en vigor a partir del 19 de julio del2Q17 . Periódico Oficial 5514, publicado en esa
misma fecha.
75 "Attículo 49. lncurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos
actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones
siguientes:
t..
ll. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a
advertir, que puedan constituir Faltas administrativas, en términos del artículo gã Oe ta
presente Ley,
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dieciocho de octubre de dos mil veintiunoT6, ante el silencio

de la autoridad demandada antes mencionada, se le tuvo por

precluido su derecho.parE contestar la demanda enderezada

en su contra.

Lo que pudiera implicar descuido, negligencia o

deficiencia en la atención de los asuntos que le compete a

dicho órgano o de otros implicados y que de seguirse

repitiendo pudieran ocasionar se pierdan los juicios, así como

la emisión de condenas económicas en detrimento de la

institución para la que colaboran. Omisión que puede

constituir violaciones al ejercicio del servicio público.

Motivo por el cual se considera que era pertinente se

realizaran las investigaciones necesarias para delimitar las

responsabilidades de los servidores públicos que de acuerdo

a su competencia pudieran verse involucrados en las

presuntas irregularidades antes señaladas.

Siendo aplicable al presente asunto de manera

orientadora la tesis aislada de la Décima Época, Registro:

2017179, lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo

de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta de.[ Semanario Judicial de

la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo lV, Materia(s):

Común, Tesis. 1.3o.C.96 K (10a.), Página: 31 14, la cual a la

letra dice:
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Consultado a foja 129 ala 134.
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PRESUNTOS ACTOS DE CORRUPCIÓN ADVERTIDOS DEL
EXPEDIENTE. EL JUEZ DE AMÞARO ESTÁ FACULTADO PARA
DAR VISTA OFICIOSAMENTE A LA AUTORIDAD COMPETENTE
PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HUBIERA LUGAR.

si de las constancias de autos y de las manifestaciones de las partes
se advierten presuntos actos de corrupción cometidos, ya sea entre
las partes o entre las partes y los operadores de justicia, el juzgador
de amparo está facultado para dar vista oficiosamente a ra autoridad
competente para los efectos legales a que haya lugar. por tanto,
aunque no sea litis en eljuicio de origen la cuestión del presunto acto
de corrupción, sino la prestación de servicios profesionares entre el
quejoso y su abogado patrono como tercero interesado, el Juez
constitucional debe actuar en ese sentido.TT

CONSECUENTEMENTE SOLICITAMOS SE INSERTE ËN
LA SENTENCIA DE IT¡ÉN O LO ANTES EXPRESADO
PARA QUE FORME PARTE INTEGRANTE DE MANERA
TEXTUAL.

FIRMAN EL PRESENTE ENGROSE LOS MAGISTRADOS
MANUEL GARCíA QUINTANAR Y JOAQUíN ROQUE
GONZÁLEZ CEREZO, TITULARES DE LA CUARTA Y
QUINTA DE LAS SALAS ESPECIALIZADAS EN
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO
DE MORELOS, ANTE LA SECRETARIA GENERAL DE
ACUERDOS, LICENCIADA ANABEL SALGADO
CAPISTRÁN, CON QUIEN ACTUA Y DA FE.

MAGISTRADO

MANUEL GARCíA QUINTANAR

TIÏULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILI DADES ADM INISTRATIVAS

'i7 TERceR TRTBUNAL coLEcrADO EN MATERTA crvrl DEL 
'RTMER 

crRCUrro.

Amparo directo 40512Aß.24 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María
García Villegas sánchez cordero. secretaria: María Alejandra suárez Morales.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de jlnio de 2018 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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MAGIS

J

TITU

o EZ.CEREZO

LAR DE LA QUINTA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILIDADES INISTRATIVAS

ECRETA A ENERAL

ANABEL A DO CAPISTRÁN

ANABEL SALGADO CAPISTRAN, ecretaria General de Acuerdos de este Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, CERTIFICA: que estas fìrmas corresponden al voto
concurrente emitido por los Magistrados Titulares de la Cuarta Y Quinta de las Salas
Especializadas en Responsabilidades Administrativas del mismo Tribunal, MANUEL GARCíA
QUINTANAR Y JOAQUíN ROQU
número TJAJSãSERA/JRAEM 021,
del C DE HONO J CIA DE LA FISCALíA GENERAL DEL ESTADO DE
M ma que en Pleno de fecha dieciocho de enero de dos mil veintitrés.
CONS
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ZALEZ CEREZO, respectivamente; en el expediente
promovido por  en contra
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